Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 11 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“1) Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal de la Cámara de Senadores. Ejercicio 
2012. Proyecto de Resolución con exposición de motivos del señor Presidente del Senado. Carpeta N* 
1280/2013. Distribuido  N* 2243/2013. 


2) Rendición de Cuentas del Ejercicio 2012 (Inciso 01 - Unidad Ejecutora 003 - Programa 1.08) 
Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. Propuestas de modificación 
presupuestal recibidas de la referida Institución. Carpeta N* 1214/2013. Distribuido N* 2244/2013. 


3) Solicitud de audiencia de Afucase. 


4) Solicitud de audiencia de funcionarios del Senado a efectos de considerar el tema del seguro de 
salud para los ingresos posteriores al año 2009”. 


-En el día de hoy vamos a considerar, en primer término, el Presupuesto del Senado y para 
ello contamos con la presencia del señor Secretario del Senado y de la delegación que lo acompaña; 
en segundo lugar recibiremos a una delegación de Afucase; luego vendrán representantes de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo y, por último, habremos de recibir 
al señor Presidente del Senado. 


Debo recordarles que la fecha tope para considerar estos proyectos de ley es el 31 de julio. 


SEÑOR RODRÍGUEZ FILIPPINI.- Vamos a intentar hacer una presentación relativamente breve, 
puesto que los señores Senadores tienen en su poder los materiales sustantivos. De todas formas, 
quedaremos a vuestra disposición para responder aquellas preguntas que estimen pertinentes. 


Este Presupuesto tiene como escenario el que quedó establecido en una sesión anterior de 
la Comisión de Presupuesto, donde -como recordarán- se hizo una presentación -incluso con la 
presencia del señor Presidente- de los principales proyectos que la Cámara de Senadores, ya sea en 
solitario o en conjunto con las demás Unidades Ejecutoras, está llevando a cabo. Esta Rendición de 
Cuentas tiene la particularidad de que las modificaciones que eventualmente se presenten son las 
últimas que se podrán realizar durante la actual Legislatura, es decir que aquello que no tengamos la 
capacidad de prever ahora recién podrá ser analizado en una próxima Legislatura. En cierta medida, 
eso limita algunos de los planteos que se hacen. A su vez, la complejidad de los distintos proyectos que 
estamos llevando adelante hace que sean bastante imprevisibles las necesidades que existen, 
fundamentalmente desde el punto de vista de los funcionarios. Esto nos lleva a que hagamos algunas 
propuestas, previendo lo que pueda suceder en los próximos dos años y medio en que no será posible 
hacer ajustes al presupuesto actual. 


De cualquier manera, comenzaré haciendo mención a algunos temas numéricos. Como los 
señores Senadores sabrán, la Cámara de Senadores ha mantenido a valores constantes el 
presupuesto con el que ha venido trabajando desde hace unos cuantos años, teniendo algunas 
certezas desde el punto de vista de los créditos de que dispone. Esto nos ha permitido hacer algunos 
ajustes, que se suman a los ya realizados en anteriores Rendiciones de Cuentas. 


En el rubro Gastos, resaltamos que, a pesar de que hemos cumplido con todos los 
requerimientos que han sido necesarios por parte del Cuerpo en su conjunto -es decir, de la 
Administración- hemos mantenido una capacidad de ahorro importante. Eso nos lleva a adoptar dos 
medidas; una de ellas es seguir incrementando el rubro Inversiones, para lo cual se hacen 
trasposiciones de créditos del rubro Gastos. Esto obedece a que en algunos subrubros del rubro 
Gastos, se han advertido descensos del gasto. A modo de ejemplo, en el rubro Teléfonos en particular, 
se ha continuado con la disminución del gasto telefónico, lo cual se arrastra desde hace varios 
Períodos. En primer lugar, esto se debe básicamente a que la Comisión Administrativa hace unos años 
adquirió una nueva central telefónica, lo que permitió eliminar las centralitas que tenían un alto costo y 
generar un primer ahorro importante. En segundo término, se ha advertido un ahorro importante a partir 
de que el Senado suministrara celulares a los señores Senadores, puesto que las llamadas a celulares 
desde teléfonos fijos significaban un alto costo y esto dio lugar a que dicho gasto se redujese. 
Obviamente, esto se suma a que, en general, los costos telefónicos han ido disminuyendo. Cabe 
destacar que en anteriores Rendiciones de Cuentas habíamos hecho reducciones de este subrubro y 
ahora volvemos a hacerlas con el objetivo de incrementar el rubro Inversiones. 


La otra medida está vinculada a la trasposición del rubro Organismos Internacionales, donde 
también se ha mantenido un descenso sostenido. El más importante se advirtió cuando el Parlasur 
pasó a tener un aporte por país vinculado al porcentaje correspondiente del Producto Bruto Interno y 
no igualitario para todos los países. Inclusive, ha habido una sostenida reducción de los viáticos por 
viajes. 


En síntesis, estamos haciendo trasposiciones por un monto de $ 2:000.000 para el 
rubro Inversiones. Cabe destacar que el crédito que teníamos asignado para este rubro es el único que 
no fue suficiente. Esto obedeció a que, tal como previmos el año pasado, en el informe de la anterior 
Rendición de Cuentas hubo una demora en el proceso de licitación para la adquisición del equipo de 
audio de Sala, lo cual terminó impactando en este presupuesto y se juntó con el recambio previsto por 
el Senado del parque automotor. Eso hizo que el rubro superase lo que estaba previsto en el crédito. 
Justamente el rubro Inversiones es el que se requiere para todo lo que tiene que ver con las 
modernizaciones y renovaciones tecnológicas. De manera que estamos pensando que este rubro 
debería seguir incrementándose, a fin de continuar con el proceso de actualización en el Senado. No 
obstante, como tenemos pendiente la posibilidad de adquirir los equipos para llevar adelante la 
televisación de las sesiones por el propio Cuerpo, estamos previendo una compra -de la cual se ha 
adjuntado el detalle- en un proyecto específico para que primero el Cuerpo decida si lo entiende 
correcto y luego nos acotemos a ese monto específico. Por lo tanto, esto se plantea en un artículo en 
forma desglosada. 


Por último, con respecto al tema numérico, el ahorro sostenido en el rubro Gastos ha 
permitido tener un monto que ronda los $ 84:000.000, que está a disponibilidad en una caja de ahorro 
en el Banco. En un Período anterior devolvimos créditos, es decir, dinero que era posible solicitar a la 
Contaduría General de la Nación, pero en este caso el dinero ya está en caja. De manera que lo que 
se plantea es devolver a Rentas Generales esa cantidad en el entendido de que, aun con el dinero que 
queda en caja, tenemos cubiertas las imprevisiones que puedan surgir. A grandes rasgos, esto sería lo 
que tiene que ver con la ejecución de la Rendición de Cuentas. 


Con respecto fundamentalmente al nivel escalafonario y a los funcionarios en general, se 
presentan algunas propuestas de modificación. La más importante desde el punto de vista de los 
montos tiene que ver con la creación de varios cargos. Quiero explicar en qué consiste esto y cuál es la 
razón de ello. En los distintos escalafones hay cargos vacantes, no en el nivel inferior -es decir, el que 
correspondería al ingreso de nuevos funcionarios- sino en niveles superiores. Hay que realizar 
paulatinamente los concursos de ascensos y la Administración va a comenzar a hacerlos de inmediato. 
Todavía no se han llevado a cabo debido a un hecho que paso a informar. En el día de mañana 
ingresará en la Cámara de Senadores un proyecto de modificación de las normas de calificaciones y 
concursos, que son las que regulan todos los procesos de los concursos de ascensos, aparte de las 
normas de calificaciones en general. ¿Qué es lo que ha sucedido? Seguramente estarán informados 
de que el último proceso de calificación se frustró por una serie de irregularidades, que obligaron a 
anular el proceso que se había iniciado. Por ello, la Presidencia dispuso que se revisaran las normas 
de calificaciones, se propusiesen otras nuevas lo más objetivas posibles y, dentro de lo razonable, no 
contasen factores subjetivos. Mientras tanto, continúan vigentes las normas de calificaciones anteriores 


y, como estas tienen un peso importante en los concursos de ascensos, no es pertinente llevarlos a 
cabo. De manera que en la mesa de negociación colectiva con Afucase se ha venido llevando adelante 
todo un proceso de elaboración de nuevas normas, las que mañana van a estar ingresando en el 
Senado, en acuerdo con el gremio. Luego de aprobadas estas normas se podrán hacer nuevas 
calificaciones. Al mismo tiempo, se van a presentar unos artículos transitorios a los efectos de que se 
realicen los concursos de ascenso con las normas vigentes -es decir, las anteriores- pero con un peso 
menor en el conjunto de ítems a tener en cuenta en esas instancias. De manera que, luego de que se 
aprueben esas normas, inmediatamente se iniciarían los concursos de ascenso. ¿Qué consecuencia 
puede tener este hecho? Si esperamos que esos concursos de ascenso se realicen y recién entonces 
se generen cargos vacantes en el nivel inferior, tendríamos muy poco tiempo para realizar dichos 
concursos y poder contar con los funcionarios. Además, en algunos escalafones todavía tenemos listas 
de prelación válidas de concursos de ingresos anteriores; en particular, hay una que vence a fin de mes 
y que tiene que ver con el Escalafón Secretaría. Si podemos aprovechar esa lista de prelación no nos 
veríamos en la necesidad de realizar nuevos concursos de ingreso. Entonces, lo que estamos 
haciendo en varios escalafones es crear cargos en el nivel inferior, que nos permitan hacer concursos 
de ingreso de inmediato o utilizar las listas de prelación existentes; de esa forma se va a contar de 
inmediato con esos funcionarios. A su vez, se dispondrá la anulación de los cargos excedentes a 
medida que se vayan haciendo los concursos de ascenso y se generen las vacantes correspondientes 
en los niveles inferiores. 


Esto está contemplado en los artículos 11 y 12; el primero de ellos crea los cargos y el 
siguiente los elimina, casi en el mismo número; aclaro que en ciertos casos se deja algún cargo más 
porque se entiende que es necesario. Esto es lo más importante que debemos manifestar sobre este 
punto. 


En cuanto a los otros aspectos, hemos tenido muchas reuniones de la mesa de negociación 
colectiva, pero recién en la última Afucase nos presentó una serie de reclamos de funcionarios de 
distintos escalafones. No obstante eso, ya conocíamos algunos de los temas. Inclusive, hemos previsto 
tener alguna nueva reunión con Afucase. Algunos de los reclamos ya están contemplados en lo que se 
está presentando; sin embargo, no lo está el que entendemos es el reclamo más importante que hace 
el gremio, que tiene que ver con el aumento del monto correspondiente a los indicadores de gestión. 
Ustedes recordarán que en el período pasado Afucase nos había planteado que el monto para los 
indicadores de gestión fuera el 20% del salario básico del Jefe de Departamento, pero finalmente se 
aprobó el 11% y este, además, se dividió en dos partes: un 5,5% comenzó a pagarse de inmediato y el 
otro 5,5% recién se incorporó cuando empezaron a aplicarse los indicadores de gestión, en junio de 
este año. Quiere decir que estamos en el segundo mes de aplicación real de estos indicadores. 
Entendemos que lo que hace el gremio es replantear el 20% que había solicitado originalmente. 
Tengamos en cuenta que, como dije, recién han comenzado a aplicarse los indicadores de gestión de 
forma parcial por cuanto hay indicadores globales que todavía no se están aplicando y que están 
vinculados a encuestas y otros procedimientos que deberemos desarrollar a lo largo de los próximos 
meses. Inclusive, los que se están aplicando -se trata de un indicador por División- tienen carencias 
desde el punto de vista del objetivo que debe tener un indicador, por cuanto miden fundamentalmente 
errores, faltas y no méritos; no están dirigidos a la mejora de gestión, sino a que esta se mantenga con 
el nivel medio existente. Por estas razones creemos que en este momento no es pertinente acceder al 
incremento solicitado. Deseo recordar que el 20% del salario básico del Jefe de Departamento es algo 
más de $ 10.000. 


En cuanto a los demás planteos de Afucase, debo señalar que algunos ya fueron 
contemplados en este proyecto y otros eventualmente podremos discutirlos uno a uno si ustedes así lo 
disponen. De cualquier modo, no descartamos tener algún tipo de conversación en la que se nos 
acerquen otras propuestas. 


Hay otro elemento que se incorpora y que es producto de una realidad que se nos ha 
presentado últimamente, referido al pago de la prima por antigúedad; eso es lo que da lugar a los 
artículos 9* y 10. En el artículo 9% se completa algo que ha dado lugar a algún tipo de discusión e, 
inclusive, a un planteo del Tribunal de Cuentas. La disposición actual referida a la prima por antigúedad 
-establecida desde el 10 de febrero de 2011- dice: “La prima por antigúedad para todos los funcionarios 
del Cuerpo será del 1% (uno por ciento) del sueldo básico del cargo de Oficial Il del Escalafón F - 
Intendencia del Senado, por cada año de servicio”. No se aclara que es cada año de servicio 


reconocido por el Banco de Previsión Social, tal como se establecía en anteriores versiones. Como 
expliqué, esto ha dado lugar a algunas discusiones y planteos, pero Jurídica del Parlamento ha 
aclarado que los años de servicio que se toman en cuenta son los reconocidos por el Banco de 
Previsión Social y se dejan fuera otros posibles reclamos. A efectos de zanjar este debate, parecería 
pertinente completar la frase agregando: “reconocido por el Banco de Previsión Social (BPS”. Además, 
se ha planteado una modificación con respecto a lo que ha sido históricamente la fecha de pago de la 
retroactividad. El Tribunal de Cuentas ha reconocido sin problemas -siempre fue pagado de esa 
manera- que se pagaba la retroactividad en el caso de que fuera reclamada -porque a veces hay 
funcionarios que se demoran en presentarse para el reconocimiento ante el Banco de Previsión Social- 
y para los nuevos empleados que ingresan y se presentan ante el Banco de Previsión Social, puede 
liquidarse recién a partir de la fecha en que este los reconoce; es decir que se toma en cuenta la fecha 
del acto administrativo de reconocimiento por el BPS y no aquella en que el funcionario ingresó o 
cuando el Senado reconoció su derecho. Esto obedece a un cambio de criterio por parte del Tribunal 
de Cuentas, que ha observado esto y ha hecho que nosotros decidiésemos que no se abonase la 
retroactividad salvo en esas condiciones. Pero se genera una desigualdad muy importante entre unos 
funcionarios y otros: aquellos funcionarios a quienes ya se les había reconocido y se les estaba 
pagando la retroactividad desde antes y los otros que tienen que ajustarse a la disposición del Tribunal 
de Cuentas. Hemos entendido pertinente poner a disposición del Cuerpo lo que se ha venido haciendo 
históricamente y que salda la discusión que puede haber al respecto. 


El artículo 10 es una propuesta de resolución que se presenta en forma conjunta en las tres 
Unidades Ejecutoras y refiere a que se tengan en cuenta los años de servicio reconocidos por el Banco 
de Previsión Social, a los efectos del pago de la prima por antigúedad. Esta disposición es para los 
empleados públicos y no para el área privada -que, como los señores Senadores saben, puede hacer 
el reconocimiento de distinta forma- e incluye a toda la Administración Central; los funcionarios 
públicos se regirán por esta disposición que establece que los años de servicio efectivamente 
prestados en la Administración Pública serán los reconocidos por el Banco de Previsión Social. 
Curiosamente esta modificación puede implicar que aquellos que no tenían años reconocidos sí los 
tengan, por ejemplo, los bancarios de la banca oficial o los funcionarios de la Caja Policial, de donde 
provienen varios empleados. 


Estamos proponiendo ajustarnos a la Administración Pública en general y que, por lo tanto, 
no se refiera a los antecedentes laborales en el ámbito privado, sino exclusivamente al oficial. 


Me parecía que estos eran los aspectos más relevantes. Quedamos a disposición a los 
efectos de contestar las consultas que los señores integrantes de la Comisión deseen realizar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PENADÉS.- Una de las preguntas que voy a formular refiere a cuál va a ser el destino del 
aumento de las partidas para inversiones del Senado. Calculo que será para los equipos de 
televisación, pero quisiera saber si se está pensando en algo más. 


Con relación a este tema, me gustaría que el Secretario del Senado nos explique 
someramente cómo va el proceso de tecnificación. En algún momento votamos este tipo de partidas 
para la comunicación de los Senadores y, como gran parte de la comunicación de las sesiones 
actualmente se hace vía Internet, creo que el Senado debería hacer un gran esfuerzo en comenzar un 
proceso de ahorro de papel, ya que, como dije, las convocatorias llegan a mi despacho por Internet y 
también en papel; creo que llegó la hora de que este tema se trabaje en esa dirección. 


Con respecto al proceso de la televisación de las sesiones y a la suma de $ 8:000.000 que se 
tiene pensado votar, nos gustaría conocer cuál es el proyecto para la inversión, o sea, el cronograma 
de la misma. 


En lo que tiene que ver con la prima por antigúedad, tema sobre el que se dio una discusión 
en la sesión de la Comisión Administrativa del Poder Legislativo -instancia en la que no planteé 
reparos y tampoco lo voy a hacer ahora- quiero dejar constancia de que no es justo que el 


reconocimiento de la antigúedad sea solamente para con los funcionarios públicos. Puede ocurrir que 
funcionarios que ingresen el mismo día al Senado lo hagan ganando salarios distintos: uno por venir de 
la actividad privada; otro por venir de la actividad pública y otro, quizá, por no venir de ninguna 
actividad y este sea su primer empleo. No estoy de acuerdo con que eso sea así. No creo que sea 
buena cosa que el Parlamento distinga entre los trabajadores, provengan de la actividad pública o 
privada, para reconocer su antigúedad. 


Recuerdo que en la pasada sesión de la Comisión Administrativa del Poder Legislativo -que 
integramos junto con el señor Senador Solari- se dijo que con relación a este artículo se había llegado 
a un acuerdo con los funcionarios del Senado y de la Comisión Administrativa; no sé si será así, pero 
si lo fuera, no me voy a oponer. De todas maneras, quiero dejar constancia de que no estoy de acuerdo 
con que exista esta diferencia entre los trabajadores, provengan estos de donde provengan. En esa 
instancia también se dijo que varios Senadores pensamos que la antigúedad debería contarse una vez 
que se ingresa a cualquiera de las tres unidades ejecutoras que componen el Parlamento Nacional. Ya 
que esto no es así y se reconoce la antigúedad, debería hacerse lo propio con quien proviene de la 
actividad privada. Realizo este planteamiento porque, en algún momento, esta situación motivará 
reclamos por parte de quienes provienen de la actividad privada -esto es algo que sabemos de 
memoria- como está ocurriendo a nivel de los funcionarios que ingresan al Parlamento y quieren tener 
los mismos seguros de salud que los que tenían antes de que decidiésemos que todos los nuevos 
funcionarios se integrarían al Fonasa; aunque me parece que esto todavía tiene algún argumento más 
a favor. 


Me gustaría también tener más información sobre los Indicadores de Gestión. Más allá de 
que se empezaron a aplicar recién en el mes de junio, creo que su implementación ha sido un poco el 
buque insignia de la Administración, un mecanismo de aliciente en el salario de los funcionarios del 
Senado y de la productividad del mismo. Si bien el señor Secretario hizo alguna referencia a este 
respecto, me gustaría ahondar un poco más sobre el tema para saber qué cosas habría que corregir. 


Por otra parte, quiero que se nos informe acerca de una filtración -a la que aludió el señor 
Secretario- que se produjo a nivel de las Normas de Calificaciones y Concursos; nos gustaría que se 
nos explicara qué sucedió y qué investigaciones o medidas se adoptaron al respecto. 


Por último, quiero plantear un tema que es el siguiente. Como todos saben, el Parlamento 
nacional tiene un acuerdo con la Fundación Manuel Giménez Abad de las Cortes de Aragón. Se 
constituyó una Escuela de Gobierno con la participación en particular del Instituto de Ciencia Política, 
dependiente de la Universidad de la República, estando los cursos a cargo del profesor Lanzaro pero, 
como consecuencia de la notoria situación económica que vive España, se ha visto menguado su 
aporte a la institución antes mencionada. Esta Escuela, al día de hoy, solamente ha recibido aportes de 
la Cámara de Representantes, porque el Senado no hace ningún tipo de contribución. En ese sentido, 
quisiera -es un planteo que va dirigido más que nada a los Senadores del oficialismo- buscar la forma 
de que en este Presupuesto se pudiera incorporar una cifra, aunque sea simbólica, para que el Senado 
colabore en algo que es más que positivo y reconocido. Quienes conocemos a la Escuela de cerca -el 
señor Senador Nin Novoa y quien habla hemos participado en varias oportunidades, al igual que otros 
señores Senadores- sabemos que ello es así. Creemos que $ 200.000 anuales -serían unos U$S 
10.000- no provocarían un desbalance en el Presupuesto, teniendo en cuenta que, entre otras cosas, 
estamos devolviendo a Rentas Generales más de $ 60:000.000. De esa forma estaríamos haciendo un 
aporte que, a nuestro juicio, sería oportuno que el Senado brinde a tan importante tarea que se 
desarrolla. No debemos olvidar que muchas veces los Senadores recomendamos a jóvenes para que 
participen de los cursos, por lo tanto, no nos parece justo que a la hora de financiar la Escuela, este 
Cuerpo no participe. 


Es así que informo que vamos a presentar un artículo aditivo por el cual se destina una partida 
de $ 200.000 anuales para la financiación de la Escuela de Gobierno que cuenta con el apoyo de 
varias instituciones, entre las que está la Fundación Manuel Giménez Abad. 


SEÑOR SOLARI.- Quiero agradecer el informe que nos han brindado. 


Entendí el razonamiento que se hizo con respecto a los Indicadores de Gestión. La solicitud 
de Afucase en realidad reitera una solicitud anterior pero, habida cuenta de que no va a haber una 
modificación en ese sentido, desde aquí hasta bastante avanzado el año 2015, no comprendí bien la 
justificación por la cual se niega esa solicitud, o aunque sea, intentar acordar un punto intermedio. 
Planteo esto porque la mejora de la gestión, si los indicadores de gestión lo pudieran lograr, es algo 
que todos queremos. En primer lugar, quisiera saber qué costo tendría -costo neto, no por funcionario- 
en el Presupuesto anual una mejora como la solicitada por Afucase y de ahí podríamos sacar algunos 
valores intermedios porque, en definitiva, lo que está pidiendo es un aumento de 9%, es decir, llevarlo 
del 11% al 20%. 


En segundo término, quisiera señalar que me sumo a las consideraciones que realizó el 
señor Senador Penadés con respecto a la discriminación que se está estableciendo en relación a la 
liquidación de la compensación por antigúedad. No tengo más que agregar a lo que el señor Senador 
ha manifestado, pues ya hemos hablado sobre el tema en la comisión Administrativa. Tenía entendido, 
por lo que había señalado el señor Presidente que esto ya estaba resuelto, pero veo que lo estamos 
haciendo ahora. Tal vez haya interpretado mal y cuando se dijo que estaba “resuelto”, era porque ya 
estaba acordado con los funcionarios del Senado. 


En tercer lugar, me sumo al pedido -que, en realidad, parece una suma ridícula en el total del 
presupuesto- para apoyar la actividad de la Escuela de Gobierno a la que todos recurrimos tratando de 
enviar a nuestros asistentes de tal manera que vayan capacitándose para desempeñar mejor su tarea. 


Era todo lo que quería decir. 


SEÑORA MOREIRA.- En la línea de preguntar sobre las actividades de capacitación y de investigación 
previstas en esta Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal, entiendo que en el 
perfeccionamiento del apoyo a la labor legislativa el Senado está contribuyendo con algunos 
convenios, por ejemplo con el del PNUD sobre Técnica Legislativa -en el que estamos junto con los 
señores Senadores Penadés y Solari- con el de la Facultad de Ingeniería y también, creo, con el 
Departamento de Ciencias Políticas de la Udelar para el análisis de la producción legislativa con una 
propuesta de instalación de estadísticas propias del Parlamento. Digo esto porque esas actividades 
son de colaboración con actividades de investigación y no necesariamente con proyectos de 
capacitación. 


Entonces, como advierto que hay demandas de algunos señores Senadores de colaborar 
con el proyecto de la Escuela de Gobierno -tengo algunas opiniones sobre eso, pero no voy a verterlas 
en este ámbito- quiero que queden explicitados los apoyos que efectivamente se están dando y que se 
seguirán proporcionando en el marco de esos convenios pues, de lo contrario, queda la sensación de 
que el Senado no está contribuyendo con actividades de capacitación y de investigación, aunque lo 
hace en forma permanente. Entonces, estaría bueno saber qué contraparte da el Senado para llevar 
adelante todos esos otros convenios, más allá del que existe con las Cortes de Aragón. 


Quiero aclarar que el proyecto de la Escuela de Gobierno no es de la Universidad de la 
República, sino que llegó al Parlamento porque tenía financiamiento de las Cortes de Aragón. Reitero 
que lo digo para separarlo de los otros convenios que sí son celebrados con otras instituciones 
públicas de la Universidad. 


SEÑOR RODRÍGUEZ FILIPPINI.- Voy a comenzar hablando yo, independientemente de que alguna de 
las personas que me acompañan incorpore algún comentario adicional. 


Con respecto al tema de las inversiones, cabe aclarar que se trata de un rubro bastante 
imprevisible. En todos los proyectos en que estamos embarcados es muy probable que tengamos que 
realizar inversiones importantes, básicamente en dos grandes ítems. 


Uno de ellos, consiste en mantener actualizada a la Cámara de Senadores desde el punto de 
vista del parque informático en general. Estoy hablando de mantener absolutamente al día -como 
sucede en la actualidad- todas las computadoras de los señores Senadores y de la Administración, 


incorporando nuevas tecnologías desde el punto de vista de las fotocopiadoras, de las impresoras, 
etcétera. El objetivo es que no tengamos ningún tipo de inconveniente en entregar a la próxima 
Administración una Cámara de Senadores sin que le falte ninguno de los recursos que razonablemente 
debe tener para estar al día. Este sería un primer punto. 


En este tema también está incluido el audio y el equipo correspondiente, que va a implicar 
algunas inversiones adicionales puesto que, como bien se sabe, el dispositivo fue adquirido con la 
posibilidad de votar en Sala de modo de tener ese dato al alcance en cualquier momento. Si bien 
restan algunos días para terminar esta parte que es específica, se estaría terminando de instalar y 
quedaría totalmente a disposición el 1% de agosto. Además es necesario realizar algunas compras 
adicionales, fundamentalmente en el tema del software. Es importante mostrarlo en las pantallas que 
tenemos. Precisamente, una de las dudas que debíamos disipar era si esas pantallas que tienen 
algunos años y son de una tecnología anterior son las adecuadas o si tenemos que hacer una nueva 
inversión. Además esto debe ser manejado o conducido desde la Mesa, lo que implica no solamente 
conexiones materiales sino también de software complementario a la adquisición que ya se hizo. 


En cuanto a la televisación, en principio, no está incluida en el informe porque la hemos 
puesto aparte a efectos de que haya una decisión específica del Cuerpo. En este tema estamos 
llevando adelante un proceso para el cual nos fijamos como plazo un año. Concretamente, 
comenzamos el pasado 2 de julio a hacer las transmisiones a través de un contrato. Decidimos optar 
por este mecanismo porque la experiencia nos indica que la adquisición de este tipo de equipamiento 
puede tener todo tipo de inconvenientes a lo largo de su realización. Es muy común que haya 
dificultades, por ejemplo, de recursos planteados por alguna empresa, o inclusive otras dificultades 
porque todos estos equipamientos hay que importarlos y para ello se necesita tiempo. La decisión era 
poner en funcionamiento lo antes posible la televisación. Este fue un primer razonamiento. 


Otro razonamiento es conseguir alcanzar la destreza adecuada por parte de nuestros 
funcionarios. Como los señores Senadores saben desde hace varios años las sesiones del Senado 
vienen siendo filmadas y existe un archivo al respecto con nuestras propias herramientas, pero no con 
una tecnología que haga posible que la trasmisión sea online. Es decir que se viera desde cualquier 
parte del planeta con un nivel tecnológico adecuado. De manera que nuestro personal no solamente 
ha recibido la capacitación, sino que ha adquirido destrezas importantes. Es más; hemos enviado a 
algunos de nuestros funcionarios -y los seguiremos haciendo- a realizar cursos de capacitación 
costosos y muy importantes, pero todavía nos falta conocer el detalle de cómo es la tarea. Por lo tanto, 
nos pareció pertinente que durante este año de contratación, al mismo tiempo que se hacen las 
adquisiciones necesarias, los funcionarios participaran directamente con los trabajadores de la 
empresa contratada para conocer de qué se trata. A tal grado se está haciendo esto que, como habrán 
podido apreciar los señores Senadores, cuando el Plenario pasa a sesión secreta y deben retirarse los 
funcionarios de la empresa, nuestros funcionarios se hacen cargo de las cámaras y trasmiten ellos 
hasta que se levanta la sesión secreta y regresan los funcionarios de la empresa contratada. 


Esto nos parece muy importante, a tal grado que también tenemos previsto la posibilidad de ir 
sustituyendo la empresa a medida que vayamos obteniendo los recursos propios tanto materiales 
como humanos. De manera que la idea es hacer las adquisiciones que están previstas en esta 
Rendición de Cuentas y al año sustituir definitivamente a la empresa. Esto es cuanto tenía para decir 
respecto a la televisación y el equipamiento. 


Aparte de esto hay un ítem que figura en el rubro “Inversiones” que es muy importante e 
inclusive no teníamos noción de lo costoso que era. Me refiero a los softwares, como es el caso del 
software ERP que ya lo estamos adquiriendo y que todavía no se ha pagado. 


Seguramente, como producto de algunos de los convenios -tal como mencionaba la señora 
Senadora Moreira- y de los proyectos en los que estamos embarcados, contaremos con determinados 
software que tienen un costo importante, aunque todavía no tenemos noción de cuánto dinero estamos 
hablando. Esto se debe a que cuando se llama a una licitación de este tipo -esto ya nos sucedió 
con el proyecto relativo a la digitalización de todo el proceso de la ley- los oferentes presentan precios 
muy distintos que, a su vez, dependen de la calidad del producto. Entonces, no estando obligados a 


adquirir el de menor precio, a veces es pertinente adquirir productos de mayor valor porque ofrecen 
mejor calidad. Este es un imponderable al que nos tenemos que ajustar. 


Con respecto a la modernización, hice mención a lo referente al audio y nos queda lo que 
tiene que ver con la informática de los Senadores y la posibilidad -que no hemos desechado- de 
instalar la sala digital, otro de los temas que tenemos pendientes. Debo aclarar que nuestra idea es 
adquirir computadoras, laptop o el dispositivo que se entienda más adecuado para que quede en Sala. 
Por tanto, estos dispositivos no podrían ser retirados de Sala sino que deben ser utilizados allí, durante 
la sesión, para que la misma sea online. Esto todavía no está debidamente procesado y seguimos 
estudiando cuál es el dispositivo más adecuado porque lo que sucede es que cada mes que pasa 
aparecen cambios en las características de estos dispositivos. De todos modos, hemos comenzado 
con la citación por medio del celular, porque también nosotros compartimos el objetivo de ir eliminando 
el formato en papel. Sin embargo, la experiencia que hemos tenido con la citación por celular ha sido 
bastante frustrante porque cuando hicimos una encuesta entre los señores Senadores para saber si 
recibían la citación y toda la documentación correctamente, prácticamente la unanimidad de ellos 
contestó que sí pero, al mismo tiempo, al preguntarles si entendían que era pertinente que no se les 
remitiera en papel a su casa o al despacho, varios de los señores Senadores respondieron que 
prefieren que se les continué enviando estos documentos en papel. Entendemos que estamos en un 
proceso en el cual se hace necesario que esa cultura de la vía electrónica ingrese más fuertemente en 
el ámbito de los Senadores, para luego sí tomar la decisión de eliminar definitivamente el formato en 
papel. Por nuestra parte, tenemos la intención de hacerlo y si dependiera de nosotros hasta nos 
gustaría poder eliminar el papel en Sala porque, en realidad, implica una duplicación y, en algunos 
casos, hasta la triplicación de los mismos documentos que se envían por celular, por email y en papel 
al despacho. En consecuencia, sería muy bueno contar con un impulso importante de parte de los 
Senadores respecto a este tema. 


SEÑOR PENADÉS.- Creo que hay una cantidad de otras instancias en la que quizás se podría tomar 
la decisión de eliminar el papel, que no afectarían el funcionamiento del Senado. Un ejemplo de esto 
son los repartidos que se nos dan en las Comisiones con las intervenciones de los Ediles en la Media 
Hora Previa en las Juntas Departamentales. Por lo pronto, a la Comisión de Educación y Cultura - 
quizás es la que más interesa a los Ediles y a los Diputados- llega una gran cantidad de versiones 
taquigráficas que podrían eliminarse y ser enviadas directamente por correo electrónico. Debemos ser 
francos y decir que algunos de esos documentos se leen pero otros, no tanto. Quizás, en lugar de 
tomar esa decisión tan frontal de eliminar el papel en temas trascendentes, se podría comenzar con un 
proceso que pudiera ir en esa dirección y que, por ejemplo, las comunicaciones de la Hora Previa y 
demás se entregara a los Senadores en formato electrónico. 


SEÑOR RODRÍGUEZ FILIPPINI.- Estoy absolutamente de acuerdo. En la medida en que contemos 
con un impulso en ese sentido -y voy a tomar muy en cuenta la intervención del señor Senador 
Penadés- es que seguiremos en esa misma línea. 


Con respecto a la Prima por Antigúedad quiero decir que en principio para nosotros en el 
Senado no ha sido un tema de análisis en la mesa de negociación colectiva. Tengo entendido que sí lo 
ha sido en la Comisión Administrativa y de ahí ha venido ese planteo. Tengo conocimiento de que en el 
día de hoy van a ingresar a la Comisión de Presupuesto algunos artículos aditivos y que algunos de 
ellos tienen que ver con esto, de manera que ese es el estado de situación. En cuanto a cómo debería 
ser yo tendría mi opinión personal, pero por ahora prefiero abstenerme de darla. 


Sobre los Indicadores de Gestión me parece un poco excesivo decir que es el buque insignia 
de la Administración. Quiero recordarles que el llamado Compromiso con la Gestión viene desde la 
Legislatura pasada y que el sistema de Indicadores de Gestión es de esta Administración, y obedece a 
un viejo reclamo de los funcionarios para tratar de equipararse a los viáticos que paga la Cámara de 
Representantes y que consiste en pagarle al funcionario un dinero extra por quedarse un tiempo 
adicional. De ahí viene inclusive el monto que propone el gremio, justamente para tratar de equipararse 
a la Cámara de Representantes, aunque advierto que no es para todos los funcionarios sino solo para 
los que cumplen con determinado tiempo en la Casa. Además, el Presidente de la Cámara de 
Representantes tiene la potestad de aumentar, disminuir o regular ese concepto. 


La Administración del Senado se ha planteado que pueda haber un proceso de mejora del 
salario de sus funcionarios, pero admitirlo solamente cuando esto se corresponda con una efectiva 
mejora en la gestión y con el cumplimiento de determinados objetivos y metas que permitan evaluar, si 
fuera posible, a cada uno de los funcionarios, y no simplemente por el hecho de su presencia o por 
permanecer un tiempo adicional en su puesto de trabajo. 


Adelanto que tenemos previsto realizar una publicación a los efectos de que todos los 
señores Senadores estén al tanto de en qué consiste el sistema en su conjunto y cuáles son cada uno 
de los indicadores que actualmente existen. También pensamos enviarle esta impresión a los 
funcionarios para que cada uno tenga un ejemplar -y sepa qué indicador tiene cada oficina y vayan 
comparando entre ellos mismos- pero aun no la hemos repartido porque tenemos pendiente una última 
reunión con la consultora que nos asesoró y terminar de hacer algunos ajustes a las fichas de los 
indicadores. Esto es lo que ha motivado que todavía no lo hayamos comunicado. 


Yo mencionaba que respecto a la aplicación de los Indicadores, hubo evidentes demoras -que 
reconocemos- en razón de distintas dificultades que se plantearon. Hemos tenido varias mesas 
colectivas de negociación tratando el tema, y tanto para los funcionarios -agremiados y no 
agremiados, como es el caso de funcionarios de jerarquía- como para nosotros y para el propio equipo 
asesor, esto ha sido sumamente difícil. No existen antecedentes en ningún organismo del tipo del de la 
Cámara de Senadores en el país ni a nivel internacional; no hay Parlamentos que tengan sistemas de 
Indicadores de Gestión de los funcionarios. De manera que fue algo que tuvimos que ir creando sobre 
la marcha. 


La opción para poner este sistema en funcionamiento tuvo directa relación con lograr, por lo 
menos, un indicador por División, aplicándolo a todos sus funcionarios por igual. Es un proceso que 
debería culminar en un indicador por funcionario, de manera que no estén ligados unos a otros. Por 
eso nos hemos planteado, para este fin de año, la posibilidad de que cada Departamento -que es un 
nivel inferior a la División- tenga su indicador, teniendo en el horizonte el indicador individual. Por lo 
tanto, esto es un proceso. Además, los Indicadores de Gestión a los que llegamos, en su enorme 
mayoría, miden errores o faltas cometidas en la División. Por lo tanto, no refieren a una mejora de la 
gestión o a un logro de metas; en todo caso, se plantean la meta de no cometer errores. 


El logro de Indicadores de mejora de Gestión está vinculado a la fijación de objetivos, de 
metas de la propia Administración -que es lo que estamos procesando- lo que está ligado a lo que les 
presentamos en la reunión pasada cuando hablamos de una cantidad de tareas y de proyectos que 
tenemos. De ellos tenemos que extraer objetivos por División, o por Área, de tal manera de poder fijar 
esos objetivos y vincular el logro de esas metas a los Indicadores de Gestión. 


Esto nos lleva a decir que nos parece prematuro continuar aumentando el monto que se ha 
establecido hasta ahora puesto que escasamente hemos podido llegar a lo mínimo. Los señores 
Senadores podrán discutir si entienden pertinente dejar previsto o no algo para el futuro. Entonces, en 
principio no nos ha parecido pertinente hacer algún planteo al respecto y creímos que tenía que ser 
parte de la decisión que tendría que tomarse en la próxima legislatura, considerando la experiencia que 
podamos trasmitir nosotros en el período que va de aquí hasta el final de la actual Legislatura. 


Quiero aprovechar para mencionar que también falta aplicar lo que hemos denominado 
“Indicadores Globales”. En el sistema hay dos tipos de Indicadores: Globales y por División. Hemos 
establecido -también esto se deberá desarrollar y contrastar con la realidad- que el 5.5% del monto 
destinado -es decir, la mitad- esté ligado al Indicador por División y el otro 5.5%, a los Indicadores 
Globales. En ese sentido, la Presidencia ha resuelto que mientras no podamos poner en 
funcionamiento esos Indicadores Globales, se continúe abonando -a quienes les corresponda- el 
monto que quedó fijado en la anterior Rendición de Cuentas para el caso de que no estuviesen prontos 
los Indicadores de Gestión. De esa manera, llegamos al 11% en conjunto. Ese Indicador Global que 
todavía tenemos que desarrollar básicamente está ligado a dos Indicadores. Uno de ellos se vincula a 
las metas a lograr por los objetivos que nos planteamos en todos estos proyectos y el otro se relaciona 
con una encuesta a los señores Senadores que, en definitiva, son los usuarios. Se trata de una 
encuesta de satisfacción que va a medir distinto tipo de tareas de los funcionarios y tiene una parte 
global referida a la satisfacción del Senador con el servicio que brindan los funcionarios del 


Parlamento. En este caso, cuando tengamos más desarrollado el procedimiento a seguir también 
vamos a informar debidamente a los señores Senadores, ya que en este momento estamos en un 
proceso de elaboración junto con los asesores correspondientes. Esta es la situación con respecto a 
los Indicadores de Gestión. 


En cuanto a las calificaciones, en las existentes hasta la elaboración de este nuevo sistema 
que se presentará mañana en el Senado, había un peso sustantivo de la opinión del jerarca inmediato 
del funcionario. El jefe inmediato del funcionario ponía una determinada calificación y, luego, la Junta 
de Calificación, que estaba integrada por jerarcas -Director General y Directores de Área- ponía la 
calificación con el dato elevado por el jerarca inmediato y otros obtenidos por sí misma. Este tipo de 
calificación dio lugar a distintas violaciones del actual Reglamento que se van a detallar en el 
fundamento de las nuevas Normas de Calificaciones y Concursos que estará a estudio de la Comisión 
de Asuntos Administrativos. Por ejemplo, cuando la Junta de Calificación modificaba la calificación 
dada por el jerarca inmediato estaba obligada a darle cuenta antes de esa situación, pero en muchos 
casos eso no se hacía. En este punto, quiero separar al Área de Taquigrafía -donde sí se cumplió con 
ese requisito- de las otras Áreas administrativas que cometieron esas irregularidades. Asimismo, se 
constató la realización de una especie de ranking entre los funcionarios de un mismo escalafón, que en 
los hechos determinaba quién era el primero, el segundo, el tercero, etcétera. Este criterio -para decirlo 
de la forma más suave posible- es notoriamente diferente al establecido en las Normas. Al constatarse 
esta situación y luego de varios informes, la Presidencia dispuso la anulación del proceso de 
calificaciones que se había iniciado, la elaboración de estas nuevas Normas de Calificaciones y 
Concursos que les estamos presentando y la realización de una investigación que ya se llevó a cabo. 
En el marco del proceso de elaboración de estas nuevas calificaciones y cuando completemos la 
información sobre cuáles fueron los costos que tuvo la Administración por estas irregularidades, 
pasaremos a estudiar cuáles serán las consecuencias. Aunque todavía no se tomaron decisiones 
desde el punto de vista administrativo, salvo la elaboración de nuevas Normas de Calificaciones y 
Concursos que serán adoptadas en su momento. 


Por último, con respecto a la Fundación Giménez Abad y la Escuela de Gobierno que 
mencionó el señor Senador, quiero decir que no sabíamos cuál era la situación. En realidad, desde sus 
comienzos, la Escuela de Gobierno fue una iniciativa de la Cámara de Representantes; es cierto que 
abarcó al conjunto del Parlamento, pero el vínculo administrativo mayor ha sido con dicha Cámara. En 
todo caso, nosotros hemos transmitido a los señores Senadores las solicitudes de los funcionarios que 
se proponen. Debo decir que no tengo opinión, a favor ni en contra; el Cuerpo tendrá que tomar alguna 
decisión al respecto. 


SEÑOR SEJAS.- Me gustaría hacer alguna referencia a las nuevas propuestas de las Normas de 
Calificaciones y Concursos, ya que cuando uno las analiza puede notar que también tienen su parte 
renga, por decirlo de alguna manera. Seguramente, un funcionario que cumple con su horario y no 
comete faltas ni errores, pero aporta muy poco a la producción tendrá una buena calificación; esa es 
una deficiencia. De todas formas, creo que es sustancialmente mejor que lo que había. Precisamente, 
el sistema anterior que comenzó en el proceso pasado empezó con un fuerte grado de subjetividad de 
quienes evaluaban y terminaban calificando; se generaban así distintas juntas de calificaciones con 
independencia de criterio y otorgando puntajes sustancialmente distintos para quienes luego 
concursaban por un mismo cargo. Cuando se inició el proceso algunos pensamos que, a medida que 
fuera fluyendo y se automatizara, mejoraría la inequidad que se generaba entre los funcionarios, pero 
tal como ha mencionado el señor Secretario Rodríguez Filippini, lamentablemente hemos comprobado 
que no ha sido así. Es más, creo que hubo abuso de funciones por parte de algunos integrantes de la 
Junta de Calificaciones, lo que ha obligado a la anulación del proceso. A su vez, esto les ha generado 
un gran perjuicio a muchos funcionarios y también a la Administración, porque uno de los valores que 
tenía todo el proceso de evaluación y calificaciones era la credibilidad de los funcionarios y ese tipo de 
acciones ha generado una enorme duda. Tanto es así que -quiero compartirlo- dicho proceso de 
anulación tiene el apoyo de la Asamblea de Funcionarios de la Cámara de Senadores -Afucase- 
quienes además plantean que se culmine con las investigaciones y todo lo mencionado por el señor 
Secretario Rodríguez Filippini a fin de conocer las consecuencias de todo esto. 


Quería hacer referencia a este asunto porque creo que el camino por el que nos han llevado 
algunas acciones en este último tiempo ha sido perjudicial para los funcionarios y para la 


Administración, aunque no puedo dejar de reiterar que, lamentablemente, el planteo tiene algún punto 
débil, pero creemos que es sustancialmente mejor que lo que está vigente al día de hoy. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero recordar que debemos ser breves porque hay varias delegaciones 
esperando para ingresar a la Comisión. 


SEÑOR PENADÉS.- Me gustaría conocer qué opina la Administración con respecto a que los nuevos 
funcionarios que ingresan al Senado puedan adquirir el derecho del seguro médico, tal como se 
conocía tradicionalmente. Pregunto esto porque, por un lado, me ha llegado la solicitud al respecto y, 
por otro lado, me han adelantado la opinión favorable de algunos señores Senadores del Gobierno. 


Por otra parte, mi inquietud tiene que ver con el artículo 18 de la pasada Rendición de 
Cuentas, por el que el Senado encomendaba a la Administración presentar antes de la siguiente 
Rendición de Cuentas -es decir, la actual- un análisis de las responsabilidades de los funcionarios que 
manejan las nuevas formas de administrar valores. Quiero saber si ante estas nuevas modalidades 
corresponde considerar la creación de algún tipo de compensación o prima económica. Me refiero al 
sector Financiero Contable y a la posibilidad de que cuenten, por ejemplo, con un quebranto de caja o 
algún beneficio como consecuencia del manejo de valores. Reitero que esta tarea había sido 
encomendada por el Senado a la Administración, por eso quisiera conocer su opinión y saber si se 
podrá o no atender el reclamo de los funcionarios. 


SEÑOR RODRÍGUEZ FILIPPINI.- Con respecto a la primera pregunta, que refiere al seguro de salud, 
debo decir que la Administración no comparte el planteo de los nuevos funcionarios. Entendemos que 
sería desandar un camino que se inició en la Legislatura anterior, con un determinado criterio. En la 
actualidad, de los 304 o 305 funcionarios que tiene el Senado, 74 de ellos son nuevos -y seguramente, 
en el correr de este año ingresen algunos más- de manera que estamos empezando a superar la 
cuarta parte de los funcionarios que ya no cuentan con este beneficio. Cabe resaltar que los 
funcionarios nuevos cuentan con los seguros de salud que establece la ley. 


Con respecto a la segunda interrogante del señor Senador Penadés, pido disculpas porque 
efectivamente en mi intervención debí hacer mención a este encomendamiento de la anterior 
Rendición de Cuentas a la Administración. La Administración ha buscado algunos antecedentes, pero 
no se han encontrado fundamentos importantes. En realidad, aquellos que los propios funcionarios nos 
han acercado están dirigidos a situaciones que abarcan a personas que trabajan como cajeros y a 
algún caso particular del Ministerio del Interior. El criterio que tiene la Administración es que 
efectivamente se maneje dinero en efectivo, cash, por lo que no entiende pertinente el reclamo y 
mucho menos en lo que tiene que ver con la nómina de funcionarios correspondiente a la propia 
Asesoría Contable. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a la delegación que haya concurrido a esta Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación encabezada por el señor Secretario Hugo Rodríguez Filippini.) 


(Ingresa a Sala la Asociación de Funcionarios de la Cámara de Senadores, Afucase.) 


-Recibimos ahora a la delegación de Afucase, integrada por su Presidenta, Adriana Lanza; el 
Vicepresidente, José Bellón; la Secretaria, Sonia Rodríguez y el funcionario Marcelo Wainztein. 
Cedemos el uso de la palabra a la Presidenta. 


SEÑORA LANZA.- Buenas tardes. Muchas gracias por recibirnos. 


El año pasado estuvimos en esta misma instancia de Rendición de Cuentas, aunque la 
situación fue distinta porque veníamos con un acuerdo que se había logrado en la mesa de 


negociación. Este año los tiempos no nos han alcanzado, debido a que hemos estado bastante 
ocupados con el sistema de Indicadores de Gestión -que nos ha llevado gran parte del año- así como 
con las nuevas Normas de Calificaciones y Concursos. En esta ocasión, venimos a pedir un 
complemento de este nuevo sistema de Indicadores de Gestión que empezó a regir hace unos meses. 


Hace dos años y medio, el Senado votó en el Presupuesto Quinquenal -más 
específicamente, el 10 de febrero de 2011- la implementación de un nuevo sistema de Indicadores de 
Gestión. A partir de allí, empezamos a trabajar junto con la Administración y buscamos asesoramiento 
porque este es un tema mucho más complejo de lo que pensábamos. 


Así, fuimos trabajando, reuniéndonos periódicamente y se llegó finalmente a un sistema de 
Indicadores de Gestión que representan una contrapartida por algo que se va a cumplir. O sea, no se 
trata específicamente de un aumento de sueldo, sino que son nuevos Indicadores, nuevas cosas que 
tenemos que hacer, y a partir de ello se nos da lo que se llama una retribución variable. El año pasado, 
en la mesa de negociación, solicitamos que se nos diera un 20% del sueldo básico de Jefe de 
Departamento y, luego de arduas negociaciones con la Administración, logramos que se nos otorgara 
un 11% de ese monto, que es lo que actualmente estamos cobrando. De algún modo, nosotros dijimos 
que quedaba pendiente un 9% para este año, cuando ya estuviera funcionando el nuevo sistema. 
Justamente por ese motivo ahora venimos a pedir que ese 9% comience a aplicarse a partir del 1% de 
agosto. 


Este sistema de Indicadores de Gestión es absolutamente dinámico, ya que empezamos por 
Indicadores por División, ahora estamos apuntando a los Indicadores por Departamento y también 
existirán los Globales. Justamente, hemos conformado una Comisión de Seguimiento, compuesta por 
los representantes de la Administración, por los Directores Generales y por los representantes de 
Afucase. Estamos reuniéndonos periódicamente; ya hemos tenido tres reuniones e, inclusive, esta 
semana está prevista otra más. 


Debemos tener en cuenta que esta es la última oportunidad que tenemos para pedir algo, ya 
que hasta febrero de 2016, en que se apruebe un nuevo Presupuesto del Senado, no habrá otra 
instancia presupuestal para nosotros. 


Si no me equivoco, este es el primer Parlamento que cuenta con Indicadores de Gestión; es 
más, en la Comisión Administrativa recién se están instrumentando y la Cámara de Representantes 
aún no ha empezado con este proceso. Hacemos hincapié en esto porque creemos que, además, ha 
implicado todo un cambio de cultura en los propios funcionarios, en su actitud, en lo que estamos 
aprendiendo y en cosas que vamos a tener que mejorar, ya que justamente el sistema apunta a la 
mejora de la gestión de la Cámara de Senadores. 


Por otro lado, queríamos referirnos al tema de los ajustes anuales, que se nos hacen junto a 
los de la Administración Central. En este sentido, quisiéramos solicitar que a partir de enero de 2014 
nuestros ajustes se realicen por IPC o por Índice Medio de Salarios, según cuál sea el porcentaje 
mayor, y que se hagan en forma semestral en lugar de anual. 


Por último, deseábamos hacer referencia al Compromiso con la Gestión, que también forma 
parte de este sistema de Indicadores pero tiene más que ver con la concurrencia, el no tener llegadas 
tarde y no faltar. Se trata de un monto que actualmente se pierde si el funcionario se toma seis días de 
licencia médica. Estamos pidiendo que ese límite de seis días de licencia médica se extienda a quince, 
ya que hace seis años que se ha implementado este sistema y hemos observado que una gripe es lo 
que prácticamente hace faltar esos seis días. De esa manera, tendríamos un poco más de amplitud 
justamente para no perder ese beneficio. 


Estos serían los pedidos que nosotros hacemos como Asociación y que nos abarcan a todos 
los funcionarios del Senado. Al mismo tiempo, las distintas oficinas, divisiones y grupos de compañeros 
nos plantearon sus aspiraciones. Por ejemplo, el Director del Área de Intendencia y Locomoción solicita 
que se cree un cargo de Jefe de División en el Área Intendencia, pues nos explicó que ellos tienen 56 
funcionarios con un solo Director de División que concurre de mañana, por lo que el 50% de los 


funcionarios no tienen contacto con él. Por lo tanto, pide que se cree otro cargo para que haya un Jefe 
de División en la tarde. 


Asimismo, pide que se creen cuatro vacantes en el cargo Oficial IV, que serían los 
encargados, por ejemplo, de cargar papeles, botellas, etcétera, porque ahora el Senado está 
dependiendo de la Comisión Administrativa para esas tareas. 


También recibimos del Director de la División Sala y Barra, señor Daniel Arcia, una solicitud 
para crear tres vacantes de Oficial | -que sería el último cargo del escalafón- debido a que se ha 
incrementado el número de Comisiones. Para poder atenderlas han hecho muchos cambios de 
horarios, pero además se ha ido gente de esa División y tienen funcionarios en comisión. Por lo tanto, 
creen que de esa manera van a poder cumplir perfectamente con los dos horarios, es decir, matutino y 
vespertino. 


Asimismo, el Área Financiero Contable nos hizo llegar una solicitud -que ya se planteó el año 
pasado- en cuanto a que entienden que manejan otros valores y tienen otras tareas, por lo que piden 
una compensación especial, es decir, un 15% sobre el sueldo base y la dedicación especial. En las 
carpetas que les entregamos se adjunta el material que justifica este pedido. 


También recibimos un pedido de los Analistas Legales, quienes solicitan la equiparación con 
el sueldo de Contador. Los Analistas Legales son los abogados y escribanos que hoy están en 
Estudios Legislativos y cobran el sueldo equivalente a lo que es un Jefe de División. Ellos pretenden 
cobrar el sueldo de Contador. 


Por otra parte, la División Imprenta plantea que hay un cargo intermedio, llamado 
Especialista, creado en una reestructura de 1998, que está entre el cargo Especializado | y el de Jefe 
de Departamento; solicitan que esos dos cargos se transformen en Jefe de Departamento 
automáticamente. Nos plantean que hay un perjuicio salarial para los Especialistas | porque tienen un 
cargo intermedio que no existe en otras Divisiones. 


También tenemos el pedido del Cuerpo de Taquígrafos. La Directora General del Cuerpo de 
Taquígrafos nos hizo llegar la solicitud de crear cuatro vacantes en el cargo Taquígrafo | y dos en el 
correspondiente a Revisor, debido a que el trabajo en Comisiones, Grupos de Amistad y otros eventos 
se ha incrementado bastante y el número de funcionarios se ha reducido. Por consiguiente, está 
pidiendo la creación de estas seis vacantes. 


A su vez, hay un grupo de compañeros que ingresaron a partir del año 2009 y tienen un 
seguro de salud diferente al de los demás funcionarios. Hace dos años concurrimos a esta Comisión y 
planteamos que estos compañeros fueran equiparados a los demás funcionarios, es decir que todos 
tengamos el mismo sistema de seguro de salud en esta Casa. También adjuntan una carta expresando 
este pedido. 


Por otra parte, hay compañeros que están en comisión en la Comisión Administrativa. Estos 
funcionarios hasta ahora cobraban el Compromiso con la Gestión y el adelanto por los Indicadores de 
Gestión hasta tanto estos no estuvieron prontos. En el momento en que esto ocurrió, ellos no 
percibieron más ese adelanto porque la Administración entendió que no tenía forma de medir su 
gestión en la Comisión Administrativa hasta que no estuvieran prontos los Indicadores 
correspondientes a este órgano. Por ello nos hicieron llegar una carta en la que solicitan seguir 
cobrando ese adelanto, que correspondía al 5,5% del sueldo básico de Jefe de Departamento hasta 
tanto estén pronto los Indicadores de la Comisión Administrativa. 


Por otro lado, unos compañeros nuevos nos hicieron llegar varios pedidos, entre ellos, que 
se les reconozcan los años trabajados en otros lugares. Los otros planteos están incluidos en lo que ya 
planteamos para el resto de los funcionarios porque tienen que ver con el aumento de los días de 
licencia médica para no perder el Compromiso con la Gestión. 


SEÑOR PENADÉS.- Imagino que muchos de estos planteos han sido conversados debidamente con la 
Administración; supongo que habrán hecho estos planteos a los Secretarios del Cuerpo. Si 
efectivamente se tuvo ese contacto me gustaría conocer cuál fue el resultado del mismo, esto es, si 
existe posibilidad de acuerdo, o no, en torno a alguna de las peticiones que usted acaba de relatar a la 
Comisión. Sin dudas, eso facilitaría mucho nuestra tarea. 


SEÑORA LANZA.- Solamente tuvimos una reunión con la Mesa de Negociación a propósito de los 
indicadores de gestión y las normas de calificación, temas que nos han llevado prácticamente todo el 
año. Ahí planteamos el incremento del 9% y sobre el mismo punto mañana seremos recibidos por el 
Presidente del Senado a fin de saber qué posibilidades entiende que puede haber de acceder a ese 
pedido como complemento de los indicadores de gestión. En cuanto a los pedidos generales, por 
ejemplo, la Administración mostró su acuerdo en lo que tiene que ver con lo relativo al Jefe de División 
de Intendencia, como así también con la creación de tres cargos de Oficial | de Sala y Barra. En cuanto 
al pedido de cargos en la Dirección General de Taquigrafía se nos hizo saber que estaban dispuestos a 
conversar. Entre mañana y pasado tendremos otra reunión y veremos qué consensos podemos 
alcanzar. Nuestra idea es -tal como ocurrió el año pasado- llegar a la instancia del Senado con un 
acuerdo, y ustedes votaron por unanimidad 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos mucho a la delegación de Afucase por la información que nos 
ha brindado y el material que se nos ha entregado será repartido a todos los integrantes de esta 
Comisión ya que alguno no ha podido concurrir en el día de hoy. 


(Se retira de Sala la delegación de Afucase.) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría 
del Pueblo.) 


-Recibimos con mucho gusto a una delegación de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo integrada por el señor Juan Raúl Ferreira, la socióloga María Ana 
González Guyer, la contadora Alejandra Musacchio, la doctora Ariela Peralta y el doctor Juan Faroppa, 
para presentarnos la rendición de cuentas y la propuesta de modificación presupuestal que ya tenemos 
en nuestro poder. 


SEÑOR FERREIRA.- Los siete artículos que estamos presentando en este proyecto de presupuesto, a 
nuestro juicio -queremos transmitirlo con la mayor elocuencia- contienen los requerimientos mínimos, 
esenciales, como para que el Instituto pueda funcionar; debería decir “funcionar adecuadamente” pero 
solo me atrevo a decir “poder funcionar”. 


Como autores del proyecto de ley, ustedes conocen el amplísimo mandato que se nos 
confiere; en realidad conformamos tres instituciones en una. Es decir, cumplimos el rol de la Defensoría 
de Oficio clásica -no tengo por qué explicarlo- el de la Institución Nacional de Derechos Humanos de 
acuerdo con los principios de París que prácticamente existen en todos los países de América Latina y, 
al mismo tiempo, sobre el final del proyecto de ley, se agregan las funciones del Mecanismo Nacional 
de Prevención del Protocolo Facultativo de la Convención Internacional sobre Prevención de la Tortura 
y Otros Tratos o Penas Crueles Inhumanos y Degradantes. Este último mecanismo en coordinación 
con el Ministerio de Relaciones Exteriores -así lo dice el propio proyecto de ley- implica una 
infraestructura importante porque obliga a la institución a visitar sin previo aviso lugares no solo de 
reclusión públicos o privados, sino también geriátricos, comisarías, hospitales siquiátricos, etcétera, 
para poder hacer los informes respectivos y periódicos al Ministerio de Relaciones Exteriores sobre las 
situaciones que encontramos para prevenir el trato inhumano. 


Hasta la fecha, la Institución está cumpliendo con la totalidad de los mandatos que exige la 
ley lo que a nuestro juicio es un éxito muy importante porque en un año de funcionamiento estamos 
cumpliendo con todas estas facultades. Además, como también ordena la ley - es decir ustedes, los 
Legisladores, que son los que aprobaron la ley- hemos organizado en el primer año de funcionamiento 
dos asambleas nacionales de Derechos Humanos -la ley establece que por lo menos tenemos que 
hacer una cada año, pero el primer año dos- una en Montevideo y otra en el interior con una 


participación bastante impresionante, en la medida en que no hay experiencia en esto, de ONG, 
incluso del interior del país. La primera asamblea se realizó el día 18 de marzo, en la sede del Palacio 
Legislativo y, la segunda fue el 31 de mayo, en la Casa de la Cultura en el departamento de 
Maldonado. 


Hemos recibido casi 320 denuncias; hemos efectuado visitas a los distintos lugares de 
reclusión -que he citado como parte del Mecanismo Nacional de Prevención- y todas las tareas que 
tienen en nuestro informe anual y que presentamos en la Asamblea General, son las realizadas hasta 
el 31 de diciembre. Ahí podemos ver que el ritmo de crecimiento de estas tareas se ha incrementado 
considerablemente en el primer semestre de este año. 


Al mismo tiempo en que se cumplían las funciones que establecía la ley, debíamos armar la 
Institución, es decir que arrancamos de cero. Se realizó una ceremonia muy emotiva en el Poder 
Legislativo a partir de la cual dijimos de empezar a hacer algo. No teníamos oficina ni material de 
oficina -ni llaves, engrampadoras y demás- no contábamos con secretarias, ni tampoco con un plan 
estratégico o un organigrama, etcétera. Todo esto se realizó el primer año. 


Para poder construir efectivamente la institucionalidad que requieren todas estas tareas, 
necesitamos, como mínimo, los recursos que figuran en el articulado que hemos presentado y que 
estamos seguros y auguramos que aprueben. 


A instancias del señor Presidente de la Asamblea General -con quien conversamos mucho 
sobre este tema antes de la presentación del proyecto- hemos hecho los máximos esfuerzos para 
hacer que el presupuesto fuera lo menos gravoso posible al Erario. 


Por otra parte, quiero señalar que este presupuesto no es el resultado de una improvisación; 
acá hay un trabajo muy profesional que ha recibido la colaboración de asesores que nos han facilitado 
organismos internacionales para armar nuestro plan estratégico, nuestro organigrama y poder planear 
un ritmo de crecimiento. Hubo un trabajo muy importante de parte de nuestros profesionales -a este 
respecto, nos hemos permitido la libertad de pedirle a nuestra contadora que nos acompañara en el día 
de hoy por si se planteaba alguna duda técnica- muchas horas de trabajo y esfuerzo de los integrantes 
del Consejo Directivo, de los abogados y, fundamentalmente, de la contadora Musacchio que tiene una 
amplísima trayectoria en la Administración Pública; creo que el Ministerio del que proviene sufrió 
muchísimo su ausencia pero, a esta altura del partido, el señor Ministro nos ha perdonado. 


Atendiendo a las competencias de la Institución, necesitamos un cambio de proporción entre 
los funcionarios administrativos, previstos en el proyecto de ley, y personal técnico y profesional. 


En el artículo 1? se propone la supresión de quince cargos administrativos: 13 del último 
grado del Escalafón Administrativo y dos cargos de Jefe de Departamento. Aclaro que, originalmente, 
la ley previó que hubiera 20 funcionarios administrativos; estos cargos se crearon en la primera 
instancia presupuestal, pero en ese momento no teníamos la experiencia de funcionamiento ni la 
posibilidad de intercambiar experiencias. 


De todos los encuentros que hemos tenido -uno de ellos facilitado por las Naciones Unidas 
en la sede del Parlamento uruguayo- y producto de las consultas que hemos hecho con otras 
organizaciones similares, concluimos que la proporción administrativo, profesional y técnico es 
exactamente al revés: la Institución Nacional en Chile tiene 37 funcionarios, de los cuales tres son 
administrativos. Realmente, nosotros no necesitamos 20 administrativos. 


Ahora bien, más allá de que se proponga la eliminación de los cargos de jefatura, los 
funcionarios administrativos que se mantengan dependerán directamente de las autoridades del 
Consejo Directivo. 


Hasta la fecha, la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, se ha 
visto imposibilitada de realizar los llamados a concurso que prevé la ley para cubrir los cargos, debido a 
un vacío que hay en nuestra relación con las autoridades competentes de la Comisión Administrativa, 


particularmente, sobre la definición de nuestra condición jurídica. Consideramos fundamental hacer 
esta aclaración. 


Al principio, nos vimos obligados a funcionar en condiciones realmente muy precarias. 
Durante un año estuvimos sin sede alguna; seguramente, nos habrán visto funcionar en un par de 
oficinas de esta Casa, pero eran préstamos de señores Legisladores, ni siquiera del Poder Legislativo. 


Por lo tanto, hemos tenido que implementar el marco de competencia contando únicamente 
con los integrantes del Consejo Directivo y, después de cinco meses, con el primer funcionario en 
Comisión. De los diez funcionarios que prevé la ley, en este momento hay nueve y ya hemos pedido el 
décimo. 


Quiero detenerme un segundo para señalar -incluso por su carácter excepcional y a mi juicio 
muy enriquecedor- qué funcionarios tenemos en comisión. Aquí no hubo el más mínimo -tampoco digo 
que sea ilegítimo- cuoteo por director. Somos cinco directores y diez pases en comisión, pero esto no 
quiere decir que cada Director tenga dos de estos funcionarios; a lo sumo se ha abierto la posibilidad 
de que cada uno de nosotros pueda nominar gente que nos parecía adecuada e idónea para una 
función específica de las que teníamos en nuestro organigrama y en nuestro incipiente plan 
estratégico. Los diez funcionarios en comisión ocupan cargos de responsabilidad en el funcionamiento 
de la Institución, no son nuestros asesores, sino que conforman la estructura; no trabajan los diez 
asesorándonos a nosotros: son el sistema profesional de la institución. Por lo tanto, para poder 
implementar nuestro marco de competencia contando únicamente con los integrantes del Consejo 
Directivo y estos funcionarios en comisión, hemos generado un ahorro al Erario en este primer año de 
funcionamiento de $ 20:000.000. Consecuentemente con esto y conforme con el cronograma que 
figura y que prevé el proyecto presentado en el artículo 2% de nuestro Presupuesto, se crean doce 
cargos profesionales, dos técnicos y un profesor, todos con el grado de ingreso, a los que se le aplicará 
la escala de sueldos de la Comisión Administrativa. 


Como decíamos, en el artículo 3% se establece que los funcionarios ingresarán como 
resultado de los concursos previstos pero, para poder llevarlos a cabo, es menester definir con claridad 
el estatus jurídico de la Institución. Muchas veces hemos recibido informes contradictorios de parte de 
los Servicios del Poder Legislativo señalando, en algunos, que tenemos que ser una Unidad Ejecutora 
o un Inciso de la Comisión Administrativa y en otros que no somos ninguno de los dos. También hay 
informes jurídicos -de no ser trágico, sería cómico- de los Servicios de la Comisión Administrativa, 
donde se sostiene que no existimos. 


El señor Presidente de la Asamblea General solicitó que pidiéramos informes técnicos. 
Consultamos al doctor Cajarville quien informa que inequívocamente deberíamos ser una Unidad 
Ejecutora. Entonces, en tanto el informe establece eso, los Servicios de la Comisión Administrativa 
dicen, por un lado que lo somos, por otro afirma lo contrario y según el último informe no existimos. 
Nos vemos obligados a relatar esto en forma breve, pero ha insumido un desgaste de tiempo 
tremendo. Tuvimos que abrir tres o cuatro veces la cuenta bancaria, porque los instructivos que nos 
daban eran distintos. Lograr que la institución esté actuando en su plenitud, cumpliendo con todas las 
facultades deberes y mandatos de la ley es casi un milagro, por la cantidad de tiempo que nos ha 
insumido resolver estos temas técnico, burocrático, jurídico administrativos. 


Como decía, en el artículo 3% se establece que ingresen estos funcionarios pero, dentro de 
esta indefinición institucional, no sabemos cuándo podremos realizar los concursos. En la actualidad, 
conforme con lo establecido en la anterior norma presupuestal, la Institución funciona como un 
Programa de la Comisión Administrativa, generando estos vacíos e incertidumbres. 


Los señores Senadores conocen -por nuestros informes, etcétera- que desde su instalación la 
Institución ha desarrollado múltiples tareas pese a contar con una frágil estructura institucional y de 
incierto futuro hasta que no se definan esos aspectos. 


Con este procedimiento hemos funcionado sin inconvenientes con funcionarios públicos en 
régimen de pase en Comisión, que actúan bajo la supervisión del Consejo Directivo y reúnen el perfil 


adecuado -como señalaba hace un momento- para desempeñar la tarea que cumplen para la 
Institución, no para sus Directores. 


En tanto son funcionarios públicos a los que se les han asignado funciones en la estructura 
institucional atendiendo a su experiencia, capacidad y currículo de cada uno, corresponde -conforme a 
un principio de igualdad constitucional- que perciban una retribución igual a la del cargo cuyas 
funciones están desempeñando. A esos efectos, en este artículo se prevé abonarles la diferencia 
existente entre la retribución que percibían en el organismo de origen y la que corresponde a los 
cargos cuyas funciones están realmente cumpliendo, según la estructura de sueldos de la Comisión 
Administrativa. 


Para ello, en el artículo 4” se establece la referida compensación que se precisa para seguir 
el criterio de distribución y de asignación de los fondos respectivos. De no adoptar esta forma de 
funcionamiento aprobada por unanimidad en el Consejo Directivo y que ha sido de importancia 
fundamental en la construcción de las bases institucionales que en tan poco tiempo se han logrado 
para el cumplimiento de las atribuciones amplísimas que nos confiere la ley, se deberían crear los 
cargos en la estructura, lo que tendría un costo adicional de $ 16:000.000 para el Erario y nuestro 
presupuesto. Además, nos veríamos obligados a dejar a los funcionarios que se desempeñan en 
régimen de pase en comisión como asesores de confianza de cada uno de los Directores y no como 
ejecutores del funcionamiento de la Institución como tal. 


Por lo tanto, la solución que proponemos en este artículo implica un ahorro extra de $ 
10:000.000 en cada Ejercicio. Podríamos decir que este artículo es excepcional -aunque también en el 
Poder Legislativo hay funcionarios que están en Comisión y cobran compensaciones- pero nos parece 
importante señalar que es una situación especial porque no es el pase en Comisión que pide un 
Ministro por alguien especializado que está en otra órbita del Estado. No, son los funcionarios que nos 
ayudan a crear una institución nueva con cero personal; son pases en comisión desde el punto de vista 
jurídico pero con una característica muy especial. 


Desde su procedimiento de selección, todos fueron propuestos por distintos Directores - 
repito, no con criterio de cuoteo cuantitativo- se analizaron sus currículos, fueron entrevistados y luego, 
por unanimidad, decidimos -independientemente de quien los había propuesto- cuál era el 
funcionario adecuado para cumplir, en el marco del organigrama de la Institución, la función 
correspondiente. 


En el artículo 5% se prevé el pago del quebranto de caja al funcionario que tiene a cargo el 
manejo de los fondos, atendiendo a una obligación legal regulada por la Resolución del Senado de 23 
de julio de 1986, calculándose conforme a lo estipulado para los funcionarios que cumplan tareas de 
Tesorería en la Comisión Administrativa. 


En el artículo 6* se incrementan los gastos de funcionamiento. Como sabrán los señores 
Senadores, hemos tenido una gran dificultad en contar con un lugar adecuado para el correcto 
funcionamiento de las instalaciones de la Institución. Estuvo de prestado en esta Casa por la 
generosidad de dos Legisladores y en la sede que nos fue asignada -no la pedimos; nos fue asignada- 
todavía no ha entrado una carretilla con portland porque llevó un año entero poder desenredar el 
mecanismo legal a través del cual pudiéramos tener un proyecto ejecutivo y comenzar a encarar 
seriamente las reparaciones de la sede.Esto se logró finalmente a través de un complejo procedimiento 
y con la ayuda invalorable de la Agencia Nacional de Vivienda. Además, implicó una resolución -no es 
algo improvisado ni arreglado a puerta cerradas entre cuatro paredes- del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, del 
Ministerio de Educación y Cultura, de la Intendencia Municipal de Montevideo y del Tribunal de 
Cuentas manifestando que era la medida idónea y apropiada. A partir de ahí la Agencia Nacional de 
Vivienda elaboró un anteproyecto que fue aprobado por unanimidad por el Consejo Directivo -previo a 
los consentimientos que referí- y que da cuenta de que el inmueble afectado es mucho más que la 
sede de la Institución. 


Creo que es importante que me detenga en este punto porque en el propio debate 
parlamentario en el que se aprobó el proyecto de ley de creación de la Institución se habló de que la 


sede debe ser, además, un lugar emblemático. Además, desde el primer momento en nuestros planes 
está la idea de que ese edificio, que está sobredimensionado para el uso que le podemos dar de 
acuerdo a nuestras funciones, sea también un lugar de memoria, de encuentro de la sociedad civil y 
donde las organizaciones no gubernamentales puedan tener su centro de estudio o de actividades, 
salones de reuniones y de convenciones, etcétera. Es decir que serían las oficinas de la Institución, 
pero también un lugar de memoria y de generación de eventos y de cursos de formación, de manera 
que no seamos exclusivamente los integrantes de la Institución de Derechos Humanos los que demos 
vida y funcionamiento, sino toda la sociedad. Conforme a la oferta inicial presenta por la Agencia, el 
monto de la obra ascendía a $ 60:000.000. El porqué de este monto está justificado en el proyecto 
ejecutivo. 


Ha pedido del Presidente de la Asamblea General -con el cual conversamos y entregamos 
todos los informes de la Agencia Nacional de Viviendas- hicimos un esfuerzo muy grande con los 
técnicos, arquitectos y autoridades de la misma para poder hacer esta obra en fases y presupuestar en 
tres etapas consecutivas, de manera que los desembolsos no fueran tan grandes y se pudiera ocupar 
la sede después del segundo año de desembolso. 


Este ha sido un breve esquema de los hechos más importantes y el fundamental, como ya 
expliqué, es el de los profesionales que siendo legalmente pases en comisión constituyen el cerno de 
la estructura de la Institución. Repito: ninguno de ellos trabaja con un director, sino que trabaja en el 
funcionamiento diario con un nivel de dedicación acorde al que manda la ley a la Institución como tal. 
Por ejemplo, recibir denuncias 24 horas al día, los siete días a la semana, los 365 días del año. 


Creo que todos compartimos -además los integrantes del Consejo Directivo lo sentimos 
muy intensamente, y surge con muchísima claridad del debate parlamentario en que fue aprobado el 
proyecto de creación de la Institución- el hecho de que no se trataba simplemente de crear una 
institución para cumplir obligaciones pendientes con el Derecho Internacional Público y los organismos 
internacionales, sino para funcionar efectivamente en la defensa, la promoción, la educación y la 
prevención de los derechos humanos. 


En lo que tiene que ver con el cumplimiento de los requerimientos internacionales, esto ya 
está comunicado. Este es el primer año que podemos aplicar y esperamos ser reconocidos por el 
sistema de Naciones Unidas como tal y dar buenas sorpresas a la sociedad uruguaya en cuanto a los 
índices que pensamos podremos lograr en la calificación por la calidad del trabajo. Ahora hay que 
hacer esa tarea y lograr que los uruguayos se sientan parte de ella y para eso necesitamos recursos. 
Reitero el concepto que expresé al iniciar mi exposición en el sentido de que este presupuesto es el 
mínimo necesario para poder seguir cumpliendo con los mandatos que nos está dando la ley. 


Por nuestra parte, estamos abiertos a contestar las preguntas que los señores Senadores 
quieran realizar y, en el caso de que sean excesivamente técnicas, pediremos el apoyo de nuestra 
contadora. 


SEÑOR PENADÉS..- Si no entendí mal, en la actualidad la Institución Nacional de Derecho Humanos y 
Defensoría del Pueblo tiene diez funcionarios administrativos prestando funciones. 


SEÑOR FERREIRA.- No, en realidad hay un solo funcionario administrativo y el resto son todos 
profesionales. 


SEÑOR PENADÉS.- Estos funcionarios pertenecen a la Administración Pública, están prestando 
servicios en régimen de comisión y lo que se está priorizando en el articulado es que cuando pasen a 
prestar servicios en la Institución, no pierdan algunos beneficios que tienen porque eso desestimularía 
este pasaje por la pérdida de salario. Ahora bien; en el mismo articulado se habla del ingreso de 
funcionarios a la Institución por medio de un concurso abierto de oposición y méritos y me gustaría 
saber si cuando eso se concrete estos diez funcionarios que hoy están trabajando dejarán de prestar 
funciones o continuarán haciéndolo. 


Por otro lado, en la intervención se informa sobre una comunicación vacía -así la calificó el 
señor Ferreira- entre la Institución y la Comisión Administrativa del Poder Legislativo. En ese sentido y 
aunque quizás no sea competencia directa de esta Comisión, nos gustaría saber -porque el señor 
Senador Solari y quien habla integramos dicha Comisión- cuáles son los elementos que habría que 
priorizar para mejorar la comunicación y facilitarles la tarea. 


A su vez, me gustaría saber dónde trabajan los funcionarios de esta institución mientras no 
está pronta la sede de la calle Bulevar Artigas, si lo hacen aquí en el Parlamento o tienen alguna oficina 
instalada. 


Por último, se hace referencia a una serie de reuniones con el Presidente del Senado y de la 
Asamblea General y quisiera saber si, producto de esas reuniones, se puede aseverar que este 
presupuesto que nos remiten cuenta con el visto bueno de dicho jerarca o simplemente esta es la 
propuesta que presentan y todavía no han recabado opinión, ni a favor ni en contra, del Presidente de 
la Asamblea General. 


SEÑORA MOREIRA.- Antes que nada, quisiera dar la bienvenida a la delegación y aclarar que voy a 
plantear mis preguntas siguiendo el orden del articulado. 


De acuerdo con el artículo 1?, entiendo que originalmente había veinte funcionarios 
administrativos y ahora se baja ese número y se plantea el ingreso de funcionarios profesionales, por lo 
que estamos ante una modificación de la ley de creación de la Institución. Por mi parte, entiendo que 
en el proyecto de ley se proponen demasiados cargos administrativos. Si quitan trece cargos, ya hay 
siete que están fungiendo como tales. Me dicen que se va a llamar a concurso para siete cargos. 


Acá se crean doce cargos profesionales, un cargo de Ayudante de Contador y uno de 
Profesor. El cargo de Ayudante de Contador se pide en el entendido de que el Contador que tienen 
está en comisión, pero va a seguir fungiendo como tal. Dan por descontado que los diez cargos que 
tienen de pases en comisión van a seguir y están pidiendo una compensación para mantenerlos como 
personal de planta. Según entiendo, el plan B serían los $ 16:000.000, llamar a concurso y 
contratar a esta gente. En mi opinión, es importante que la Comisión tenga presente que todo el 
presupuesto está armado teniendo como base mantener los diez cargos de confianza, porque lo de las 
compensaciones va a ser parte del pilar presupuestal y si no habría que pensar otro presupuesto. 


Con respecto al artículo 29, quisiera saber para qué solicitan un cargo de profesor y qué tipo 
de Personal Profesional Universitario están pensando contratar a través de un concurso. 


En cuanto al artículo 3%, la pregunta es por qué los concursos de oposición y méritos tienen 
que hacerse entre funcionarios públicos, por qué no hacer un llamado más abierto aunque no sea entre 
funcionarios públicos. Me dicen que la ley los obliga. Para no hacerlo entre funcionarios públicos 
tendrían que modificar la ley. 


Otra pregunta que quiero plantear es qué antecedentes institucionales hay en relación con 
las compensaciones a los cargos en comisión. Por ejemplo, el Comisionado Parlamentario recibe una 
compensación. 


Acerca del proyecto de la Institución, entiendo que tenían un presupuesto inicial elaborado por 
la Agencia Nacional de Vivienda de US$ 3:200.000 y ahora lo están pidiendo en etapas. Una de 
las justificaciones para esta partida extra está en el ahorro de $ 20:000.000 que ustedes ya hicieron por 
no haber hecho contrataciones. Entiendo que repartieron esos US$ 3:200.000 en partes 
relativamente iguales y lo que están pidiendo ahora es algo así como US$ 1:200.000. 


La última pregunta refiere al estatus jurídico de la Institución, porque nunca nos queda claro y 
supongo que a ustedes tampoco. En principio, por más que este presupuesto tenga cierta autonomía, 
si está vinculado a las normas que rigen a la Comisión Administrativa los deja atados y esa sería 
finalmente la decisión que la Institución habría tomado. 


SEÑOR SOLARI.- Sean muy bienvenidos. Las reuniones sobre plata no siempre son amistosas, pero 
intentemos que esta lo sea aunque nuestro deber es preguntar. 


Como señaló el señor Senador Penadés, tanto él como quien habla integramos la Comisión 
Administrativa. En ese ámbito, todo lo que escuchamos con respecto a este proyecto de Presupuesto 
fue que la ley de creación preveía que la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo elevaría su Presupuesto al Senado, a través de la Comisión de Presupuesto de esta Cámara 
por vía de su Presidente. Quiero aclarar -creo que no lo hizo el señor Senador Penadés- que en la 
Comisión Administrativa no consideramos este Presupuesto; es la primera vez que vamos a tratarlo. 


Como bien dijo el Presidente de la Institución, el señor Ferreira, la ubicación institucional 
dentro de la estructura del Estado uruguayo no aparece ni siquiera como confusa, sino como 
fantasmagórica. Específicamente quisiera preguntarles si ustedes consideraron que era necesario para 
constituirse como una unidad ejecutora separada dentro del Poder Legislativo. Eso allanaría mucho las 
dificultades. Quizás en la actual ley de Rendición de Cuentas -esta es una pregunta técnica para 
quienes son contadores y saben de presupuestos y demás; estos aspectos gracias a Dios no los 
conozco ni tengo intención de conocerlos- se pueda introducir un artículo que establezca que la 
Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo sea una unidad ejecutora dentro 
del Poder Legislativo, al igual que las tres que ya existen. Esa es la primera puntualización que quería 
hacer. ¿Ya consideraron eso y las dificultades que podría haber? 


La segunda pregunta tiene que ver con algo que preocupa también a los señores Senadores 
que me han precedido en el uso de la palabra. Quiero tratar de formarme la idea de cómo sería la 
estructura del personal de la Institución, de aprobarse estos artículos. Si no me equivoco, el Consejo 
Directivo tendría cinco integrantes, que son algunos de ustedes. Asimismo, tendría siete funcionarios 
administrativos propios; de los veinte originales se eliminan trece cargos y quedarían siete. La 
contadora me anota que en realidad se eliminan quince y quedan cinco. Entonces, serían cinco 
funcionarios administrativos, contratados de acuerdo con lo previsto en la ley de creación de la 
Institución. A ellos se agregarían diez pases en comisión y trece funcionarios, fundamentalmente 
profesionales, que serían los cargos nuevos que se crean en el artículo 2”. Estas son conjeturas, pero 
me gustaría tener una idea de cómo quedaría la estructura de personal de la Institución. 


Con respecto a ese ítem, en el artículo 2% también aparece un cuadro de asignación 
presupuestal en el que figura el sueldo básico y la dedicación especial, con un monto superior al que 
figura en el artículo 1?, en el que se suprimen cargos. Supongo que la razón obedece a que los cargos 
que se crean en el artículo 2%, por ser profesionales, recibirían una retribución superior a los cargos 
previstos en el artículo 1. Lo que no me queda claro es cuál fue el criterio para establecer esos niveles 
de retribución. La preocupación que me surge es si ese criterio es compatible con aquel por el cual se 
crean las compensaciones en el artículo 4%. En dicha norma se crean compensaciones para quienes 
pasen en comisión de manera de equiparar su nivel de retribución al que perciben en la Comisión 
Administrativa por desempeñar la misma función, cargo, etcétera. Quisiera saber específicamente si en 
el cuadro que figura en el artículo 2? están compatibilizados ambos niveles de retribución. 


Las siguientes consultas tienen que ver con el proyecto de reforma del edificio. La primera 
refiere a si averiguaron si el edificio fue declarado patrimonio histórico. La segunda cuestión que me 
gustaría saber -teniendo en cuenta que mi padre fue un arquitecto que toda la vida defendió a la 
Asociación de Arquitectos del Uruguay- es por qué no se hizo un concurso entre arquitectos para esta 
definición. La tercera interrogante es si se elaboró un programa funcional de lo que se quería hacer 
dentro del edificio y, como consecuencia de este, se realizó un programa arquitectónico, ya que esos 
son los pasos racionales que deben darse cuando se lleva adelante una obra de este tipo, que equivale 
a cien viviendas sociales de US$ 36.000 cada una. Al respecto, adelanto que voy a recomendar a mi 
Partido no votar este artículo. 


Por otra parte, me gustaría tener cierta idea de cuándo se transfiere a la Institución Nacional 
de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo las actividades del Comisionado Parlamentario 
Penitenciario. Hago esta consulta porque, en la medida en que ustedes están empezando a visitar 
establecimientos de reclusión, creo que se genera una cierta superposición con la actividad que 
desarrolla el doctor Álvaro Garcé con quien varios Legisladores nos reunimos en forma reiterada. 


Estimo que sería bueno que terminara lo antes posible esa superposición y se reforzaran entre sí las 
actividades de ambos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por mi parte, quiero señalar que esta ley tiene defectos y debemos 
modificarla. Ahora bien, si miramos las cosas desde un punto de vista pragmático, el 31 de julio vence 
la Rendición de Cuentas y hay que tomar decisiones aunque algunas de ellas ameriten luego una 
medida de fondo como la modificación de la ley. Quiero dejar claro este punto porque, en la 
construcción de este presupuesto saltan con claridad los defectos de la norma. Por su parte, los 
representantes de la Comisión Administrativa nos señalaron que les resulta muy difícil incorporar esta 
Institución tal como prevé la ley y hay que tener en cuenta que, por la ley vigente, los funcionarios que 
va a tener no pertenecen a ninguna de las Cámaras ni a la Comisión Administrativa y, por tanto, su 
razón escalafonaria, concursos y demás, corren por otros andariveles. Quiere decir que hay problemas 
que se solucionan con la revisión de la ley, aunque tengo dudas de que se pueda hacer por la 
Rendición de Cuentas. Señalo estos aspectos porque me parece que son la base de los problemas 
que se presentan, pero aclaro que, más allá de eso, debemos aprobar algo para brindar continuidad al 
proceso y que no quede interrumpido. 


Por otra parte, me parece que es racional lo que plantean los artículos 1? y 2%, ya que de la 
lectura de la ley surge que la proporción de funcionarios administrativos con respecto a los funcionarios 
técnicos estaba mal diseñada. 


En definitiva, quedarían quince técnicos más cinco administrativos; esto surge al sumar lo que 
consta en el artículo 2%. Creo que eso se puede hacer en esta Rendición de Cuentas y es necesario 
porque va a darle más fortaleza a la propia Institución; son funcionarios definitivos que van a quedar 
allí. Precisamente, en el artículo 3% se menciona que “Los funcionarios seleccionados prestarán 
funciones y desarrollarán su carrera administrativa en forma exclusiva en el escalafón del Programa 
1.08”. Esta precisión es crucial, porque de lo contrario se nos arman líos administrativos. No olvidemos 
que el Programa 1.08 corresponde a la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del 
Pueblo y dependerá administrativamente del Consejo Directivo de la Institución. Allí se arma el 
organigrama y creo que esto es muy importante. 


Con respecto a la compensación, tengo algunas dudas porque creo que genera un 
antecedente a nivel de lo que es el Presupuesto, ya que en general dichas compensaciones no existen, 
por lo que me gustaría hacer alguna consulta para ver si hay antecedentes y esta situación no 
generará demandas. De acuerdo con la ley vigente, a partir de cierto momento los funcionarios en 
comisión pueden solicitar quedarse en el destino al que fueron derivados; eso es cierto. De todas 
formas, habría que analizar un poco este asunto porque no sería bueno generar un antecedente de 
este tipo con respecto a otras partes del Estado. 


En lo que hace al artículo 7”, se puede decir que hay una cuestión funcional porque se refiere 
al Proyecto 707 y creo que habría que cambiar ese número. Cabe acotar que el Proyecto 707 
corresponde al Edificio Artigas porque estamos hablando de la Comisión Administrativa. Seguimos con 
este problemita y debo decir que ya le planteé a la Comisión Administrativa que me pasara algún otro 
número para poner ahí, porque si no estamos hablando de otra cosa. Parece una tontería, pero es algo 
que nos puede amargar la vida. 


Confieso que iba a plantear dos preguntas, que de algún modo hizo el señor Senador Solari, 
pero las iba a formular de otra manera. Entre las funciones que se describieron me llamó la atención la 
visita de cárceles, porque creía que en este momento dichas funciones estaban concentradas en el 
Comisionado Parlamentario. Si bien cuando se discutió el proyecto de ley se dijo que, de acuerdo con 
el desarrollo de la Institución, al final el Comisionado Parlamentario iba a quedar incluido, lo cierto es 
que todo quedó en una nebulosa. Esa información me sorprendió porque pensé que esas funciones 
estaban separadas. 


Otro aspecto sobre el que quisiera preguntar es el llamado; el padre del señor Senador Solari 
es arquitecto y yo también estudié arquitectura y recuerdo una reivindicación histórica de la SAU con 
respecto a las obras emblemáticas. Daría la impresión de que por la propuesta, esta podría serlo y en 
Uruguay siempre se hacen llamados. Es algo que se ha discutido mucho porque debido al tamaño de 


nuestro país no hay tantas posibilidades de llevar a cabo determinado tipo de obras y cuando aparecen 
tienen esa característica. Es algo que me llamó la atención; incluso, creo que el proyecto está 
acompañado por una poesía que no entendí muy bien. No tengo claro cuáles podrían haber sido las 
bases para formular un llamado a fin de lograr un objetivo. Quiero dejar esto planteado. 


Tengo entendido que ese edificio no está protegido, pero es posible que me equivoque. 


SEÑOR PENADÉS.- Frente a la enorme cantidad de preguntas que hemos realizado, tengo una duda 
en términos generales, pero plantearé solamente la referida al artículo 1%, que refiere a si la Institución 
o los señores Senadores, por resolución, podemos eliminar una cantidad de cargos que están creados 
por ley. En lo personal, considero que no. Estará bien o mal, pero si el Legislador creó veinte cargos 
administrativos -que se llenarán o no, ese es otro tema- no pueden eliminarse por resolución. Quiero 
dejar constancia sobre este punto. 


Para no agrandar y facilitar la tarea, deberíamos buscarle al artículo 1* la posibilidad del no 
llenado de cargos que la ley establece. O sea que si de los veinte cargos administrativos que la ley 
establece -no estoy seguro de que ese sea el número- pretenden llenar uno, dos o cinco -si no me 
equivoco, se ha hecho referencia a esta cantidad- me parece correcto. Lo que a mi entender no se 
puede hacer por resolución es eliminar lo que el Legislador estableció por ley. Me queda claro cuál es 
el objetivo y lo comparto, pero no olvidemos que esto va a un Cuerpo colegiado de treinta señores 
Senadores. Digo esto para tratar de facilitar la tarea y que no se tranque el proceso. En virtud de que 
esto no suceda, sugeriría buscar una nueva redacción al artículo 1% o la potestad, porque la ley es una 
potestad de la Administración, en este caso, de la Institución Nacional de Derechos Humanos. 


Acerca de la creación de cargos, digo que tengo la misma duda pero, “¡Vamo' arriba!”, porque 
entiendo que es necesario. 


Por otra parte, comparto con la señora Senadora Topolanky la preocupación de la creación de 
la compensación. Me queda claro, igualmente, que esta creación es imprescindible para que los 
técnicos vayan a trabajar. Creo que en esta etapa lo que tenemos que buscar es la posibilidad. 
Ustedes me argumentarán que la mayoría de los técnicos son vocacionales -me parece muy bien y no 
dudo de que sea así- pero seamos francos: si va a cumplir una tarea, la gente necesita no percibir 
menos dinero. 


En ese sentido, estoy de acuerdo con votar este artículo tal cual viene porque es producto de 
las circunstancias particularísimas que la Institución está viviendo. A su vez, en caso de que hubiera 
alguna duda por parte de algunos señores Senadores, hay dos caminos que se podrían transitar. En 
primer lugar, en algún momento el Parlamento Nacional votó en alguna Rendición de Cuentas o 
Presupuesto quinquenal -no recuerdo bien en cuál de los dos, pero yo era Legislador- algún artículo, ya 
que este problema se dio cuando estos funcionarios pasaban en comisión al servicio de la Secretaría 
de los Legisladores. Esta hacía mención a que cualquier funcionario que pasara a prestar funciones al 
Poder Legislativo, no podía dejar de percibir ninguno de los beneficios que tenía en la oficina de origen. 
Ahí se dio un debate con relación a lo que significaba la permanencia a la orden. 


Reitero: creo que el mejor camino y el más fácil es el de la compensación. Lo digo como forma 
de buscar una alternativa en la argumentación, pero creo que queda claro que quizás la mejor manera 
de solucionar este tema sea la creación de la compensación a la que se hacía referencia. 


Para finalizar, digo que por vía de una resolución -porque de eso se trata el presupuesto de la 
Cámara de Senadores y de la Comisión Administrativa- no podemos eliminar cargos que fueron 
creados por ley. 


SEÑORA MOREIRA.- Quisiera hacer una última consideración sobre lo que acaba de mencionar el 
señor Senador Penadés. 


Entiendo que cuando votamos el presupuesto de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo lo hacemos dentro de la Comisión Administrativa. Es decir, no se 


trata de un artículo más de la rendición de cuentas sino que va junto con la Comisión Administrativa. 
Como la Rendición de Cuentas tiene varias instancias en su proceso de aprobación, pues viene al 
Senado de la Cámara de Representantes y luego vuelve a aquella Cámara, siempre contamos con 
esos plazos como para incluir un aditivo en la Cámara Baja o en la Cámara Alta, a efectos de subsanar 
aspectos legales, si es que la observación realizada por el señor Senador Penadés se considera de 
recibo. 


SEÑOR PENADÉS.- Eso permitiría poder subsanar -a pesar de que no sería de la mejor técnica 
legislativa- en algunos términos urgentes, otros elementos en los que la ley podría mejorarse. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Efectivamente, la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal del Senado y de la Comisión Administrativa son proyectos de resolución; así son 
llamados. De todos modos, nosotros podemos hacer una consulta jurídica para ver cómo se soluciona 
el asunto. 


SEÑOR FAROPPA.- Me quería referir a las funciones del Comisionado Parlamentario, doctor Garcé, y 
a las funciones de la Institución. La Institución Nacional de Derechos Humanos no ha realizado ninguna 
visita a centros de reclusión de adultos. Todas las denuncias que recibimos y que tienen que ver con 
situación de adultos privados de libertad, procesados o condenados, nosotros las coordinamos, tal 
como la ley ordena; en ese sentido, debo decir que tenemos una muy buena relación de coordinación 
con el Comisionado Parlamentario. Sí hemos visitado otros lugares de reclusión; hemos estado en la 
Colonia Berro y en lugares donde hay personas institucionalizadas, aunque no se trate de normas 
penales sino en situación de amparo, etcétera. Para que quede claro este tema -que es el más 
sencillo- quiero decir que el Comisionado Parlamentario trabaja estrictamente con personas adultas 
privadas de libertad en establecimientos carcelarios y, en nuestro caso, con menores internados en 
dependencias del Sirpa, personas institucionalizadas por temas de salud mental, menores de edad en 
situación de amparo, personas presas en comisarías, soldados que pueden estar arrestados a rigor 
-Éésta también es una situación de privación de libertad que nosotros podemos entender- etcétera. En 
cuanto a qué sucederá luego cuando venza el mandato actual del Comisionado Parlamentario, se trata 
de una decisión política en la que, por supuesto, no nos corresponde a nosotros intervenir. 


SEÑOR FERREIRA.- Quisiera referirme brevemente a las preguntas que se han formulado y luego los 
colegas me ayudarán sobre todo en las áreas de experiencia de cada uno. 


Con respecto a la primera intervención del señor Senador Penadés, quiero decir que el cargo 
de diez pases en comisión más los funcionarios por concurso, es algo que está establecido en la ley. Y 
en cuanto a las reflexiones de por qué hay una compensación, él mismo lo contestó en su segunda 
intervención. Quizás después la contadora se podrá referir a qué antecedentes hay, aunque el Senador 
ya mencionó algunos. Yo quisiera recalcar que estamos ante una situación jurídica e institucional 
novedosa, por lo que requiere por parte de los señores Legisladores -que son los que deciden- de 
soluciones novedosas. 


En cuanto a la pregunta de la señora Senadora Moreira sobre los diez profesionales, reitero 
que así figura en la ley. 


Con respecto al cargo de profesor, dentro de los mandatos que nos da la ley está la 
recomendación de políticas en materia educativa. En uno de los pases en comisión que tenemos ya 
hay una educadora con cursos de posgrados en materia de formación en Derechos Humanos que, al 
no tener alguien de mayor jerarquía y currículum profesional para armar el equipo, nos asesora cuando 
nos llega algún tema sobre la educación, pero en este momento está “desperdiciada” en la atención de 
casos. La idea de tener un profesor es para poder armar un mínimo departamento que nos permita 
cumplir con ese mandato de la ley, es decir, la recomendación de políticas educativas. 


Una pregunta muy importante que hizo la señora Senadora tiene relación con los concursos 
y por qué se hacen entre funcionarios públicos. Los concursos se hacen así también por imperio de la 
ley. Estaríamos encantados de la vida de poder hacer llamados más amplios, que permitan llegar al 


conjunto de la sociedad, pero supongo que por un tema de no aumento del gasto público es que 
estamos restringidos por ley a hacer los concursos de esta forma. 


La referencia que hace la señora Senadora Moreira sobre el gran problema que tenemos 
sobre la indefinición de nuestro estatus jurídico, créanme que eso lo sentimos todos los días, porque 
nos crea incertidumbre en el funcionamiento y, además, porque al Consejo Directivo y a los 
funcionarios ese problema nos quita horas y horas del tiempo semanal que podrían ser dedicadas a un 
mejor cumplimiento de la función. Las dudas que tenemos sobre el estatus jurídico son porque hemos 
recibido versiones -a veces en una misma semana- contradictorias por parte del personal de la 
Comisión Administrativa. Hace un rato puse el ejemplo de tener que abrir en varias oportunidades la 
cuenta bancaria porque las instrucciones que nos daban desde la Comisión Administrativa no eran las 
correctas. 


También nos ha pasado con la presentación de este presupuesto. Hicimos las consultas 
correspondientes y el Secretario de la Comisión Administrativa nos dijo que tenía que ir dirigido a él 
para luego ir a dicha Comisión. Cuando llegó el informe nos fue devuelto físicamente, enviado en una 
camioneta -no se hizo la comunicación a través de un llamado telefónico- con el argumento de que no 
era procedente que se le enviara a él, sino que debía ser enviado al Presidente del Senado. Por tanto, 
tuvimos que cambiar la primera hoja para dirigir el informe al Presidente del Senado y utilizar un 
vehículo nuestro para llevarlo. ¿Por qué digo un vehículo nuestro? Porque me parece importante que 
se sepa institucional y hasta moralmente estas cosas. La Institución ha manejado con tanta austeridad 
y prudencia su presupuesto -a pesar de que en las primeras conversaciones que tuvimos con las 
autoridades del Poder Legislativo hablamos, por lo menos, de la necesidad imperiosa de un vehículo 
para la realización de los procedimientos de ingresos a centros de detención- que estamos utilizando 
para las funciones estrictas de la Institución, no solamente nuestros vehículos particulares -ahora el 
mío no porque choqué el viernes pasado- sino también los de los funcionarios. Perdonen que cuente 
esta anécdota, pero hay un funcionario al que le robaron el auto que estaba siendo utilizado en un 
procedimiento oficial. Señalo esto en el sentido de que estamos muy lejos de una política abusiva en 
materia de gasto público. Ahora bien, estos aspectos tienen difícil resolución teniendo en cuenta el 
tema del estatus jurídico. Incluso, en una misma reunión nos ha pasado que el Secretario del Senado o 
el de la Comisión Administrativa nos trata como una potencial unidad ejecutora o nos dicen que sería 
absurdo tener una unidad ejecutora. Pedimos este informe jurídico a solicitud del Presidente del 
Senado, quien dijo que debíamos atenernos a lo que este diga. Y el informe jurídico, junto con el 
Tribunal de Cuentas, entienden que es pertinente la unidad ejecutora, pero nos avisan que eso no es 
así, que sería un disparate tener otra unidad ejecutora porque, de esa manera, se estaría casi en un 
mismo nivel -en realidad, eso es lo que dicen los principios de París en cuanto a independencia y 
autonomía financiera, etcétera- que la Cámara de Diputados y la de Senadores. Es así que el Servicio 
Jurídico de la Comisión Administrativa informa que somos una unidad ejecutora porque no podemos 
funcionar de otra manera, pero como no hemos sido creados como tal, no existimos. 


SEÑOR SOLARI.- Me llama la atención esa consideración que ni siquiera tiene validez a nivel 
anecdótico. En ASSE hay unidades ejecutoras que son centros auxiliares como, por ejemplo, el 
Hospital de Young, pero a nadie se le va a ocurrir pensar que tiene el mismo nivel o poder que la 
Cámara de Senadores. Lo único que cambia es que adquiere poder de ordenador del gasto. En el caso 
de ustedes va a ser imprescindible si es que pretenden funcionar. 


SEÑOR FERREIRA.- Agradezco mucho la intervención del señor Senador Solari porque es exacto lo 
que manifiesta. Además, nosotros pedimos este informe al doctor Cajarville porque la tesis que nos 
dieron era la de atenerse a lo que él dijera. Y él concluyó que somos una unidad ejecutora. Sin 
embargo, en el momento en que presentamos el informe se nos dice que debemos descartar esa 
opción. Realmente ha sido un proceso de desgaste muy grande. 


Efectivamente, como manifestó la señora Senadora Moreira, el presupuesto que nos hizo la 
Agencia Nacional de Vivienda se presentó por etapas. Lo del estatus jurídico tiene que ver con la 
aclaración que formuló el señor Senador Solari. Asimismo, ya comenté las dificultades que tuvimos 
para presentar el presupuesto dado que iba y volvía, lo cual nos sucede con muchas cosas como, por 
ejemplo, con la compra de tres carpetas cuando nos visitó la Subsecretaria de Estado de los Estados 
Unidos. Iban y venían camionetas del Senado, nos decían que tal formulario estaba mal, que debíamos 
utilizar otro, etcétera. 


En cuanto al criterio del escalafón que se daría a los funcionarios en comisión de acuerdo 
con las compensaciones -creo que fue una pregunta formulada por el señor Senador Solari, pero no 
estoy seguro- debo decir que nos vamos a regir por el sistema de la Comisión Administrativa. Será el 
mismo que tendrán los funcionarios que ingresen por concurso ya que de otro modo se puede dar la 
enorme contradicción de que, tal vez, un funcionario de menor jerarquía en la Institución, que ingrese 
por concurso, gane bastante más que otro de mayor jerarquía y responsabilidad que ingresó por la vía 
de la comisión. 


Lo relativo al tema de cárceles lo ha explicado perfectamente el doctor Faroppa. Nosotros 
tenemos un convenio con el Comisionado Parlamentario a los efectos de no superponer funciones y le 
avisamos al denunciante cuando se dan estas situaciones. Él no tiene competencias para otras áreas y 
esas sí cubrimos nosotros en exclusividad. Advierto, de todas maneras, que en la medida en que 
integramos el Mecanismo Nacional de Prevención corremos el riesgo, en el mediano plazo, de que se 
superpongan las funciones ya que el Comisionado Parlamentario no lo integra. Entonces, hablando en 
criollo, digamos que “la vamos llevando”. Es bueno resaltar que tenemos un excelente relacionamiento 
con el Comisionado Parlamentario. De cualquier forma, reitero, en algún momento como parte del 
Mecanismo Nacional de Prevención tendremos que hacer una visita sorpresa, por ejemplo, al Penal de 
Libertad, con lo que sí estaremos superponiendo funciones, más allá de que podría buscarse algún 
mecanismo para integrarlo. En este momento nosotros vamos a los centros de detención en los cuales 
no tiene competencia el Comisionado Parlamentario. 


Estoy totalmente de acuerdo con la señora Presidenta en el sentido de que todos estos 
problemas responden a dificultades de la ley. 


Creo que me queda algún tema en el tintero que los colegas me ayudarán a resolver. 
SEÑORA GONZÁLEZ.- Muchas gracias. 


Antes que nada y un poco tardíamente quiero disculpar a la doctora Mirtha Guianze porque no 
pudo concurrir por problemas de salud. 


Voy a contestar algunas interrogantes que me parece importante aclarar, pero no voy a 
ingresar en la parte más jurídica -por suerte hay especialistas en el tema- ni tampoco en el área más 
contable. 


El señor Senador Penadés nos preguntó acerca del presupuesto y quiero decir que fue 
conversado. Fue presentado al Presidente de la Asamblea General -tal como recién decía el señor 
Ferreira- y tuvo varias vueltas: primero pasó por la Comisión Administrativa y luego llegó al Presidente 
con quien mantuvimos una reunión, nos observó los costos de la obra y nos pidió que lo viéramos por 
etapas. Por eso hay un cambio del anteproyecto que los señores Senadores tienen en su poder, 
respecto de las sumas y de las etapas que estamos presentando en este presupuesto. Insisto: 
efectivamente la observación que nos hizo el señor Presidente de la Asamblea General fue sobre el 
tema de la obra. 


Voy a continuar informando sobre la obra. Por un lado, quiero decirles que no es patrimonio 
histórico. Hicimos averiguaciones y nos contestaron que podemos hacer reformas en la casa, la que ya 
fue bastante remodelada en el correr de estos años. Además, la Agencia Nacional de Vivienda nos 
pidió que hiciéramos un programa funcional para ver qué usos queríamos darle, cómo nos íbamos a 
distribuir y fue en base a ese programa funcional que se hizo este anteproyecto. 


Otras de las preguntas refiere al tema del concurso. Quiero manifestar con toda sinceridad 
que lo discutimos, lo conversamos, lo consideramos y nos superó. Éramos nosotros cinco y al pensar 
en ello nos preguntábamos ¿quién nos va a ayudar? ¿Cómo vamos a decidir? Les aseguro que en lo 
que va de este año hemos estado golpeando múltiples puertas para resolver el tema de la sede - 
ninguno de nosotros es arquitecto- y no ha sido sencillo encontrar socios que puedan ayudarnos. Así 
como nos ha llevado muchas horas de discusión el tema de la naturaleza jurídica, el de la sede nos ha 


ocasionado numerosas discusiones, muchos dolores de cabeza, nos ha preocupado mucho y nos ha 
causado muchos insomnios. 


Finalmente conseguimos como socia a la Agencia Nacional de Vivienda, con el visto bueno del 
Ministerio que le da las potestades y el Tribunal de Cuenta da el okey. Sinceramente, en la propuesta 
de la Agencia estaba la posibilidad de llamar a concurso, pero dijimos que necesitábamos apurar el 
tema de la sede. Pensamos que si se hacía un llamado a concurso, iba a llevar años resolver este 
tema y no era lo que queríamos. Quizás este no sea el mejor camino, pero es la verdad. Necesitamos 
una solución y si bien efectivamente lo deseable era un llamado a concurso, un procedimiento de este 
tipo nos complicaba muchísimo en términos de tiempo y de gestión. 


Quiero informar que a todos los integrantes se envió un e mail con la estructura primaria de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos, que conjuga los pases en comisión actuales con el 
personal que estamos pidiendo. 


En la página 2 del material que fue entregado a los señores Senadores, podrán encontrar la 
estructura primaria de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo, 
distribuida de la siguiente manera: la Secretaría del Consejo Directivo con dos administrativos; la parte 
encargada de denuncias, prevé tres equipos de cuatro profesionales cada uno, con abogados, 
asistentes sociales y psicólogos, y un administrativo; el Mecanismo Nacional de Prevención, prevé 
cuatro profesionales y un administrativo; Educación y Promoción, dos docentes con un administrativo y 
el Departamento que trabaje con informes, recomendaciones e investigación -no sé cuál será su 
denominación- prevé tres profesionales y un administrativo. Asimismo, estamos pensando tener un 
área de descentralización, porque todavía tenemos el desafío de cómo llegamos al país y para eso 
estamos previendo dos profesionales más; el Área Financiero Contable un profesional -que la tenemos 
aquí- y un técnico profesional; y Comunicaciones, un profesional y un técnico profesional. El total a 
ingresar será de 23 funcionarios y 10 en comisión; entonces, el total de cargos en la estructura será de 
33 personas más 5 integrantes del Consejo Directivo. Como se plantearon algunas dudas al respecto, 
quiero señalar que estas 38 personas son pases en comisión, llamado a concurso y los integrantes del 
Consejo Directivo. Los pases en comisión son la estructura de la Institución; por eso, estamos pidiendo 
esta compensación. Como bien dijo el Presidente, con total claridad, esta es una Institución nueva que 
está funcionando sobre los hombros de estos pases en comisión y del Consejo Directivo. De esta 
manera, se está armando la Institución. 


SEÑOR FERREIRA.- Dije que estaba seguro que me estaba olvidando de algo, y como no quiero ser 
descortés con los señores Senadores Solari y Penadés, antes de pedir que se otorgue la palabra a la 
doctora Peralta, quiero contestar dos consultas importantes que hicieron. 


Me gustaría dar una explicación acerca de cómo fue el proceso con la Agencia Nacional de 
Vivienda, que enfrentó la dificultad de tener que requerir autorización de varias entidades del Estado, 
así como también responder la pregunta que formuló el señor Senador Solari de por qué no se hizo un 
llamado a concurso tanto para el perfil de la obra como para las distintas etapas de construcción, 
etcétera. La respuesta es que, durante un año, nos fue absolutamente imposible hacerlo; no se nos 
supo decir quién se encargaría del llamado. Había días en los que, cuando veníamos, nos decían que 
el concurso debía llamarlo la Comisión Administrativa, y otros en los que preguntábamos: *“¿Y, llamaron 
a concurso?” y nos respondían: “No, a concurso deben llamar ustedes”. Cuando preguntábamos: 
“¿Podemos?” Nos respondían: “No, no pueden porque no son unidad ejecutora”. En ese ping pong - 
literalmente así- se nos fue un año. 


¿Qué ocurre, señora Presidenta? Los edificios viejos se deterioran con el paso del tiempo y 
aún más al no estar ocupados. Es decir que el estado del edificio hoy es mucho peor de cuando nos 
fue entregado y las perspectivas eran que esto iba a demorar mucho tiempo. Las reuniones se 
empezaban diciendo: “Vamos a pensar porque esto no es sencillo, pero tengan presente que no lo 
vamos a resolver hoy, ni mañana ni el mes que viene”. Además, téngase en cuenta que estábamos 
funcionando en dos despachos prestados por señores Legisladores y ¡vaya si ellos sabrán el espacio 
físico que tienen estos despachos! 


Con respecto a la pregunta que hizo el señor Senador Penadés quiero decir que ahora 
estamos funcionando en un local que pasamos a alquilar, ubicado en la Plaza Independencia, lo que 
supone un costo. ¡Tener un local propio y por no estar arreglado, estar pagando un alquiler, tiene un 
costo! Cuando decidimos alquilar el local quisimos agotar todas las posibilidades de ocupar alguno, 
perteneciente al Estado, que estuviera ocioso. La Comisión Administrativa nos organizó una visita, un 
recorrido guiado por la ex Casa Soler, donde actualmente funciona la Corte Electoral y ni el funcionario 
que nos acompañó ni los funcionarios de la Corte Electoral tenían la menor idea de por qué 
recorríamos un local que la Corte Electoral no piensa abandonar. 


Entonces, hicimos una nueva reunión en donde preguntamos sobre qué pasos teníamos que 
dar para buscar una sede provisoria. La respuesta que nos dieron fue -perdonen, pero ningún colega 
me va a dejar mentir ni exagerar, porque a veces lo soy- que un mecanismo muy idóneo era “El Gallito 
Luis”. Esta fue la respuesta oficial de la Secretaría de la Comisión Administrativa. Y, en realidad, 
buscamos en “El Gallito Luis”. 


Si la señora Presidenta me lo permite, cedería el uso de la palabra a la doctora Peralta. 


SEÑORA PERALTA.- Quiero referirme a un tema al que se han referido los señores Senadores - 
especialmente el señor Senador Solari- en el sentido de si habíamos pensado en una modificación 
legislativa para convertirnos en una Unidad Ejecutora. La pensamos, la escribimos y la tenemos. 
Creemos que con respecto a este tema es muy importante -y estoy segura que muchos de los señores 
Senadores aquí presentes tuvieron acceso- tener en cuenta al informe del doctor Cajarville que hemos 
estado mencionando en esta reunión. El Presidente de la Asamblea General fue quien eligió a este 
profesional para realizar dicho informe. Justamente fui la encargada de hablar con el doctor para 
plantearle las dudas que teníamos y que pudiera elaborar el informe. A nuestro entender, este 
documento es muy contundente e interesante, porque revela una cantidad de dificultades que existen 
y cuál es la mejor forma de solucionarlas. El ejemplo que el señor Senador Solari mencionó sobre el 
Hospital de Young es bueno, porque lo hace en una forma técnica totalmente abordable. Recuerdo 
que en esa reunión, el doctor me advirtió sobre el problema que se podía crear porque el personal en 
comisión que comenzó a trabajar desde el inicio -el doctor conoce bien el funcionamiento del Poder 
Legislativo- cumpliendo una función, iba a ganar menos que las personas que después iban a entrar 
por concurso, porque perdían todas las compensaciones. En ese mundo de las dudas la realidad era 
que los funcionarios tenían que comenzar a trabajar. Creemos que la palabra que utilizó el señor 
Senador Solari -*“fantasmagórica”- realmente, en este caso, es aplicable. 


Hemos pensado y estructurado una propuesta de proyecto de modificación legal que trata de 
abordar otros aspectos de la ley que nos parece que deben corregirse -por supuesto que son los 
señores Senadores los que decidirán- y que también están respaldados por el informe de Cajarville. 
Cabe señalar, además, que en otras reuniones que tuvimos, se nos dijo que quizás no fuera 
conveniente crear una unidad ejecutora, pero lo que señala el doctor va muy de la mano de eso. Para 
nosotros sería importante presentar esa modificación legal y que ustedes la estudien. 


Ya se ha hablado sobre las dificultades que han surgido en este tema y, a nuestro juicio, las 
dos contradicciones más grandes son ese informe, el de Jurídica que establece que como somos 
Unidad Ejecutora no estamos ahí y, en el medio, está la Comisión Administrativa que tampoco debe 
saber muy bien qué hacer con nosotros. Creemos que esto va más allá de la voluntad, es una 
situación absolutamente confusa que ha generado todo lo que mis colegas han relatado anteriormente 
Creo que no es bueno para el Erario público ni para las tareas que tenemos que realizar. 


La señora Senadora Moreira planteó una pregunta sobre la ley de los funcionarios públicos. 
En lo personal -y creo que mis compañeros me respaldan- creo que, como les pasará en otros campos 
de la actividad pública, en el campo de los derechos humanos hay tanta gente que no está en la 
administración pública y que ha hecho tanto en el mundo de la sociedad civil, que realmente es una 
pena que no pueda venir, pues seguramente tienen la vocación, la preparación, el compromiso, el 
conocimiento y la experiencia teórica y práctica. También eso sería algo importante a tener en cuenta. 


Estoy de acuerdo con lo expresado por el señor Senador Penadés en el sentido de que la 
compensación es parte del pilar; de lo contrario cae todo y está hecho bajo la mirada de la Comisión 


Administrativa. 


Por tanto, habría que pensar en la unidad ejecutora, en el proyecto y en diversos aspectos; 
quizás una modificación legal podría ayudarnos mucho. 


SEÑORA MUSACCHIO.- Con respecto a lo señalado por el señor Senador Penadés sobre la 
supresión de los cargos, quiero señalar que en otras resoluciones del Senado hemos visto ese término 
“supresión”. Quizás hayan sido creados en otras resoluciones del Senado y no por ley. 


En cuanto a la supresión de cargos en las normas de Presupuesto, considero que si bien se 
puede hacer un llamado para cubrir cinco cargos y que queden quince vacantes, es cuestión de seguir 
pidiendo un incremento presupuestal que quedará sin ejecución, y eso no es lo más adecuado en un 
balance presupuestal. Nos habían dicho que otra solución podía ser la transformación. Entre una y otra 
optamos por esta, pero quizás podríamos hacer una consulta rápida a la Asesoría Jurídica para que se 
expresara antes del 31 de julio. 


SEÑOR PENADÉS..- Estábamos comentando con la señora Senadora Moreira que, en todo caso, en el 
proyecto de ley de Rendición de Cuentas pueden hacer el planteo de los artículos que urge modificar - 
no una modificación general porque no somos amigos de hacer otra cosa en una instancia de 
Rendición de Cuentas- y, quizás, la eliminación. No se puede plantear la eliminación de lo que se crea 
por ley mediante una resolución. 


SEÑORA MUSACCHIO..- Perfecto, señor Senador. 


Las supresiones son de los cargos creados y de las escalas de sueldos en el ámbito de la 
Comisión Administrativa. 


Los antecedentes de las compensaciones en el Poder Ejecutivo son normales, y en el Poder 
Legislativo está la del Comisionado Parlamentario Penitenciario. Incluso, tenemos un funcionario en 
comisión que pertenecía al Comisionado y perdió sus compensaciones cuando se vino a la Institución. 


SEÑOR PENADÉS..- Eso es muy importante. 


Dado que se planteó el tema de la compensación, quisiera saber si a los funcionarios que 
pasaron a prestar servicios en el Comisionado Parlamentario Penitenciario se les creó algún tipo de 
compensación para que no vieran disminuido su salario con relación a la oficina de origen. Me refiero a 
si hay algún antecedente en el sentido de que funcionarios que hoy cumplen funciones con el doctor 
Garcé y que provenían de otra oficina del Estado hayan perdido compensación y aquí se les creó. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dado que trabajé mucho tiempo en la Comisión respectiva, sé que los 
funcionarios cobran viáticos porque a veces tienen que ir al interior, más un monto por la visita a la 
cárcel. 


SEÑORA MUSACCHIO.- Pero es muy grosero. En fin, ese es el ejemplo que tenemos. 


Las compensaciones fueron hechas, justamente, en función de colocar en la estructura a 
cada uno de los pases en comisión y en la escala de sueldos de la Comisión Administrativa, como nos 
han dicho que tenemos que operar. O sea que nadie tiene la misma compensación y se pidieron los 
antecedentes de cada uno. 


Queremos dejar claro que averiguamos sobre el proyecto 707 y nos dijeron que pusiéramos 
ese número, no lo incluimos al libre albedrío. 


SEÑOR FAROPPA.- Con respecto al tema de las compensaciones, creo que es importante subrayar 
dos cosas. En primer lugar, es importante señalar la particularidad que tienen los funcionarios de la 


institución y que también nos corresponde a nosotros. De acuerdo con el artículo 13 de la ley que crea 
la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo la institución tiene la obligación 
de recibir denuncias -como dijo el doctor Ferreira- los 365 días del año, inclusive fuera de las horas 
hábiles. Funcionamos en un sistema de turnos con dos integrantes del Consejo Directivo que nos 
turnamos mensualmente y dos equipos de trabajo técnico que rotan semanalmente. Recibimos las 
denuncias a través de un celular de guardia y un contestador que queda en la institución y, en caso de 
urgencia, se concurre para recibir la denuncia. Estos profesionales que están en comisión se 
encuentran a la orden de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo en 
forma prácticamente permanente y esa es otra diferencia con respecto a otros funcionarios públicos. 


Subrayo una vez más el tema de que si estos funcionarios públicos que ahora están en 
comisión no estuvieran, tendríamos que crear los cargos y el costo sería muchísimo más alto, porque 
en este momento parte de su salario está subvencionado por el organismo del que provienen. Sin lugar 
a dudas, es una situación bastante sui generis. Entendemos que es justo llevar adelante el concepto de 
que a igual trabajo igual salario porque si fueran funcionarios que ingresan por concurso ganarían lo 
mismo. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión estudiará cuáles son las posibles salidas que encuentra a 
estas dificultades, pero creo que con esta conversación ha quedado claro que es necesario reformar la 
ley. 


Agradecemos la presencia de los representantes de la Institución Nacional de Derechos 
Humanos y Defensoría del Pueblo. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Institución Nacional de Derechos Humanos y 
Defensoría del Pueblo.) 


-Antes de que ingrese el señor Presidente del Senado quiero advertir a los señores 
Senadores que hay que realizar una consulta jurídica por el tema de la resolución para ver qué salida 
encontramos, ya que tenemos como plazo el 31 de julio. 


(Ingresan a Sala el señor Presidente del Senado y el señor Secretario del Senado.) 


-La Comisión de Presupuesto tiene el gusto de recibir al Presidente de la Cámara de 
Senadores con motivo de la Rendición de Cuentas de la Comisión Administrativa. 


SEÑOR PRESIDENTE DEL SENADO.- He pedido al Secretario del Senado que me acompañe, ante la 
eventualidad de preguntas relativas a la situación presupuestal del Senado, aunque esta es una 
materia diferente, y también al Secretario de la Comisión Administrativa, José Fernández, quien llegará 
en cualquier momento. 


Estamos ante una novedad porque esta es la primera propuesta presupuestal de la 
Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo ya que, como recordarán, en su 
Ley de Creación, se dispone que el Presidente de la Asamblea General lo incluirá en la Rendición de 
Cuentas de la Comisión Administrativa y así lo hemos hecho. Cabe destacar que los miembros de la 
Comisión Administrativa -dos de ellos están aquí presentes- recibieron esta propuesta en la última 
sesión de dicha Comisión. Por lo tanto, hoy estamos cumpliendo con lo que señala la ley, al 
complementar la Rendición de Cuentas de la Comisión Administrativa con la parte correspondiente a la 
Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. Sabemos que hace unos 
momentos sus autoridades presentaron este tema a los señores Senadores y seguramente lo hicieron 
con gran detalle. De todos modos, debo destacar que esta es nuestra primera experiencia y que antes 
de hacer esta presentación conversamos mucho con ellos con respecto a este tema. Obviamente, 
surgieron muchas dudas que deberemos ir despejando a medida que acumulemos experiencia. 


Hoy simplemente quería presentar un par de dudas que tenía porque no deseaba que 
permanecieran ajenas a la consideración de la Comisión, sin perjuicio de las preguntas que quieran 
formularnos. Subrayo la palabra duda porque no venimos a sostener una posición tajante al respecto ni 
mucho menos; simplemente queremos sugerirle a la Comisión que prestemos atención a un par de 
temas que nos parecen importantes. Uno refiere a la inversión proyectada para acondicionar el local 
que les fue asignado por el Estado, que seguirá en su propiedad pero ahora estará afectado a la 
Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. El otro refiere a algo que aquí se 
da en llamar compensaciones para retribuir a los funcionarios o a las funcionarias que se soliciten en 
comisión, de acuerdo con lo que la ley permite y establece. 


Sobre el primer punto nuestra primera duda fue el monto total de la inversión proyectada, que 
en una primera instancia alcanzó US$ 2:500.000 y luego subió a US$ 3:000.000. La verdad es que nos 
pareció un monto alto, sobre todo en las actuales circunstancias, en las que hay una situación fiscal de 
apretura, limitaciones y, al mismo tiempo, en un contexto de aspiraciones por parte de diferentes 
sectores de la sociedad que para nosotros también son importantes, nos llevó a plantearles a los 
integrantes de la Comisión Directiva de la institución la posibilidad de considerar alternativas. En este 
monto elevado hay una concepción concreta que no es la de poner en condiciones de funcionamiento 
el local -lo cual a nuestro juicio insumiría una inversión mucho menor- sino la de ir un paso más allá y 
convertir al local en una suerte de emblema, símbolo, monumento o museo si se quiere, aunque esta 
última palabra no me gusta mucho. La Agencia Nacional de Vivienda presentó un aporte trascendente 
que también tiene un costo muy importante y por eso planteamos la posibilidad de concebir algunas 
alternativas. 


Una de las salidas -espero no estar repitiendo cosas que ustedes ya hayan escuchado- fue 
hacerlo en etapas. El hecho es que hacerlo por etapas, aparentemente, sale más caro todavía, 
precisamente por la trayectoria que hay que recorrer. Aquí hay una propuesta de una primera etapa. 


Sobre este tema y a cuenta de lo que los integrantes de la Comisión deseen considerar, 
nosotros simplemente queremos dejar sentada nuestra preocupación. Tenemos la confianza de que, en 
definitiva, en este caso será el Senado el que resolverá; el Senado no es una entelequia sino un 
conjunto de Senadores y Senadoras que tomarán una posición sobre este tema y en sus manos está la 
decisión. Como dije antes, solamente quiero dejar planteada la preocupación. Repito, no venimos a 
sostener una posición tajante a favor o en contra, sino a decir que aquí hay un problema que merecería 
ser analizado y estudiado. 


El segundo tema al que quiero referirme es el de las compensaciones por los pases en 
comisión que se solicitan; repito que estos pases en comisión están autorizados por la ley de creación 
de la Institución, así como también lo están los llamados que se van a realizar, algunos de los cuales 
no estoy muy seguro de si ya se empezaron a hacer o no. En realidad, se hizo un llamado para 
presentar un proyecto de comunicación. Es un llamado para generar un producto y no un cargo, que se 
hace en conjunto con la Institución Española de Cooperación. A quien se presente y resulte triunfador 
se le pide que diseñe un proyecto de comunicación, que luego otras personas aplicarían. A esta 
persona se le ofrece una retribución para diseñar un proyecto. Creo que es lo único que se ha hecho 
hasta ahora. Esto pueden verlo en Internet, porque está publicado en la página correspondiente. 


Seguramente los llamados comenzarán a generarse a la brevedad -supongo- pero 
solicitudes de pases en comisión ya hay y no solo eso sino que ya se ha completado el cupo al que 
habilita la ley, es decir, diez pases en comisión. La última información que tengo es que nueve están 
concretados y uno está en marcha o ya estaría conversado. 


Ahora bien; la Institución propone complementar la retribución que estos funcionarios 
perciben en sus oficinas de origen con una partida que los igualaría a los funcionarios profesionalmente 
equivalentes que ya revistan en la Comisión Administrativa. Para mí esto tiene dos problemas, que 
quería compartir con ustedes, también a título de preocupación. 


El primero es que esta figura no existe en el Poder Legislativo; aquí no hay compensaciones 
por pases en comisión y esto generaría una verdadera novedad funcional que me preocupa por las 
consecuencias que podría tener en el futuro con respecto a los derechos adquiridos y a las situaciones 


de conflicto que podrían plantearse porque sería, no ya una unidad ejecutora, sino una parte de ésta 
en la que habría compensaciones por pases en comisión. El Poder Legislativo tiene tres unidades 
ejecutoras -Senado, Cámara de Representantes y Comisión Administrativa- y en una parte de esta 
última en la que ahora hemos localizado a la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría 
del Pueblo, se daría la situación mencionada si se aprobara esta iniciativa. 


El segundo punto que nos preocupa es que aquí se ingresa exclusivamente por concurso a 
todos los cargos y si nosotros empezamos a seleccionar -ojalá que con el mejor de los criterios- a 
determinadas personas para que ingresen en comisión y luego les subimos su retribución hasta 
igualársela a la que tienen los que trabajan acá, en realidad estamos eludiendo el ingreso por concurso 
porque estamos eligiendo nosotros -por supuesto, con buen criterio- los funcionarios que ingresarían. 
Obviamente, este es un efecto no deseado e indirecto de esta vía que se propone. En este caso, al 
igual que en los anteriores, sentimos una preocupación que queríamos compartir con la Comisión. Por 
supuesto, ésta formará su opinión, se la propondrá al Senado y, reitero, serán los Senadores los que 
tendrán entre sus manos la decisión. Ahora bien, solicité ser recibido porque no me sentiría tranquilo si 
no compartiera con ustedes estas reflexiones que acabo de hacer. Quiero aclarar que a los primeros a 
los que expresé esta preocupación fue a los integrantes del Consejo Directivo de la Institución Nacional 
de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. Ellos insistieron en presentar esta Rendición de 
Cuentas y no nos pareció conveniente elaborar una versión propia para no presionar al Senado y que 
este resuelva. Sin embargo, quería tener la oportunidad de compartir con ustedes estas reflexiones. 


Quedamos a sus órdenes para contestar las preguntas que quieran realizar. 


SEÑOR SOLARI.- Voy a empezar por el segundo punto, que es el de las compensaciones a los 
funcionarios en comisión. La delegación de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría 
del Pueblo hizo mención a que habría algunos antecedentes en este sentido y que algunos pases en 
comisión recibieron, no sé si una compensación como la establecida acá pero sí algún tipo de beneficio 
económico. 


Inclusive, luego de la discusión que tuvimos quedé un poco confundido porque se trataba de 
funcionarios que estaban en comisión en la oficina del Comisionado y se trataba más bien de viáticos y 
compensaciones por ingreso a locales peligrosos como, por ejemplo, lugares de detención, lo cual es 
un concepto distinto al que está planteado acá, donde se habla de llevar al mismo sueldo a personas 
con el mismo cargo y la misma retribución. Por lo tanto me gustaría saber un poco más sobre ese 
punto. 


En cuanto al monto de la inversión y al carácter de la obra propuesta, obviamente y como 
dice el Presidente del Senado, no se trata de un reciclaje, ni siquiera de una restauración de la obra 
para ponerla en funcionamiento como sede, sino de agregarle a eso la construcción de una especie de 
monumento, memorial o como se lo quiera llamar, que tiene un costo muy elevado, aspecto que puse 
en conocimiento de los integrantes del Consejo Directivo que nos visitó. No se trata de US$ 3:000.000; 
haciendo la obra por etapas, el monto estimado al día de hoy sería de US$ 3:600.000, pero no me 
extrañaría nada que cuando esa obra se termine el total sea bastante más que esa cifra. Además, 
entiendo que una obra de ese tipo, que tiene sus méritos y sus aspectos polémicos, debería ser 
tomada no por la puerta de atrás, a través de una especie de resolución sobre la Rendición de 
Cuentas, sino con un proyecto de ley propio por el que se decida construir un memorial. Es algo 
totalmente distinto a lo que aquí se está planteando y así lo dije; aclaré que no iba a estar de acuerdo 
con esto y que no lo iba a votar. 


Además de la pregunta sobre las complementaciones me gustaría plantear dos aspectos. 
Uno de ellos tiene que ver con que esta Institución Nacional de Derechos Humanos creada por ley 
tiene todas las características y los requisitos como para ser una Unidad Ejecutora propia del Poder 
Legislativo. De esa manera se le daría la autonomía del ordenamiento del gasto que sin duda puede 
necesitar a los efectos de tener un buen funcionamiento. No sé cuáles pueden ser los inconvenientes 
jurídicos o administrativos de crear una nueva Unidad Ejecutora dentro del Poder Legislativo que se 
llame Institución Nacional de Derechos Humanos, etcétera, y que tenga el tamaño que sea necesario 
para cumplir con las funciones que le da la ley. De cualquier manera su presupuesto deberá ser 
aprobado por el Poder Legislativo, etcétera. 


Por otro lado, en la conversación que tuvimos con los delegados del Consejo Directivo que 
visitaron la Comisión se planteó si jurídicamente se podría, a través de una Rendición de Cuentas, 
eliminar cargos que habían sido creados por ley o crearlos, tal como sucede en el artículo 2”, aspecto 
sobre el cual, por lo menos el señor Senador Penadés y quien habla, hemos planteado inquietudes. Ni 
siquiera son transformaciones de cargos dentro de un mismo Inciso por medio de un artículo de 
reestructura; el efecto combinado de estos dos cargos es un aumento del gasto y no hay una iniciativa 
del Poder Ejecutivo que lo respalde. En fin, se trata de preguntas técnicas de ordenamiento 
presupuestal que me preocupan mucho. 


SEÑORA MOREIRA.- Con relación al monto de la obra debo decir que efectivamente creo que es alto, 
incluso en el contexto. Por lo que dijeron los visitantes, entiendo que la alternativa -y la discusión al 
respecto- era que no se aprobaran los 2,5 o los 3,2 sino que se aprobara por etapas, por lo que 
presupuestaron US$ 1:200.000 para esta etapa. ¿Ustedes están de acuerdo con votar ese dinero para 
una primera etapa? ¿O están de acuerdo con votar esa plata para una instancia que sea más que una 
primera etapa? ¿Qué otra alternativa hay? Porque en realidad, la opción que nos plantearon ahora fue 
tapizarlo -o como sea que fuera el verbo que se debe utilizar- pero no veo que haya nada más a mano. 


¿Por qué digo esto? Porque con todas las dificultades de estatus jurídico que tiene la 
institución, tengo la impresión de que no tienen muchas otras alternativas. Frente a la crítica, lo han 
planteado por etapas. ¿Por qué digo que no tienen otras alternativas? Porque cuando se les preguntó 
si se podía concursar, o por qué no se hacía un llamado a concurso, dijeron que por el problema de su 
estatus jurídico, no podían viabilizar un llamado a concurso para obras arquitectónicas. Esa propuesta 
fue sugerida por el señor Senador Solari en su momento. Me parece que ellos se quedaron con la 
única alternativa que construyeron para un diseño funcional, que trasciende una casa para que 
funcione la Institución Nacional de Derechos Humanos, ya que no solo va a funcionar esta institución, 
sino que también se reunirán las organizaciones sociales, etcétera. Es decir, que dieron una orden 
funcional y esa orden se transformó en un proyecto. 


Entiendo que la alternativa que hay es hacerlo en etapas, pero no veo que haya ninguna otra 
alternativa de otra obra para otras funciones, u otra obra con otras características, o en lugar de que 
sea en tres etapas sean diez. Les pregunto a ustedes si han manejado otra alternativa porque, de lo 
contrario, la Comisión queda atrapada a votar US$ 1:200.000 u US$ 800.000, pero no a votar una cosa 
que pueda transformarse en otro proyecto, dado que este proyecto arquitectónico es el único que se 
nos ha presentado. 


La segunda pregunta que formularé es con respecto a que, como tenemos todo este tema 
del estatuto jurídico, yo entiendo -ustedes me corregirán- que ser una parte de la Comisión 
Administrativa es una especie de solución de transacción hasta que se encuentre una mejor solución 
jurídica para la institución. Entonces, me pregunto, ¿cuánto impacto tiene que ellos perciban 
compensaciones que no las tiene el resto de los funcionarios de la Comisión Administrativa? Como 
luego se transformarán en otra cosa, pareciera que las compensaciones no tendrían por qué afectar o 
ser tomadas como ejemplo por el resto de la estructura funcional de la Comisión Administrativa, ya que 
siguen siendo cosas separadas. Digo esto por el riesgo de que se transforme en un precedente para 
otras cosas. 


Por otro lado, ellos alegan que el Comisionado Parlamentario paga compensaciones y lo 
hace en forma de viáticos. Quizá allí haya una salida. A su vez, el Estado paga compensaciones por 
encargaturas, es decir que una persona puede concursar por una cierta función pero luego pasa a 
desempeñarse como Director de un hogar del INAU, aunque entró como educador, por ejemplo. Esto el 
Estado lo paga, es decir, paga la función, por decirlo de alguna manera. Por este motivo, entiendo que 
se puede buscar una solución en donde estas compensaciones se paguen por encargaturas de 
funciones o por viáticos. 


Específicamente, la pregunta refiere a si se estaría de acuerdo con eso. Me parece que son 
dos alternativas para no generar precedentes. En realidad, lo que los señores Senadores votamos es 
un monto, no una justificación de la compensación. 


El artículo 81 -que es donde figura el llamado a todos estos cargos- tiene algunos problemas. 
Uno de ellos tiene que ver con que solo se puede llamar a concurso a funcionarios públicos. Ya tienen 
cargos de funcionarios públicos en comisión, entonces, la pregunta es, ¿podríamos hacer una 
modificación del artículo 81 que entrara en la Rendición de Cuentas para que no solo se pueda llamar 
a funcionarios públicos, sino que puedan hacer un concurso abierto y al mismo tiempo en esa 
modificación impedir los problemas jurídicos que genera que ellos eliminen y creen cargos, siendo que 
estos están por ley? Es decir, sería una modificación del artículo 81 en la cual ya produjéramos la 
transformación de los cargos y, al mismo tiempo, sacáramos la expresión “funcionarios públicos”. Me 
parece que así se podrían resolver los problemas legales que se presentan con estas características 
tan especiales que tuvo la ley respecto a los llamados, cosa que ahora encontramos incomprensible. 
No entiendo por qué veinte cargos administrativos y tres técnicos, no entiendo quién pensó qué en la 
ley y por qué todos deben ser funcionarios públicos. Seguramente, alguien habrá pensado algo que lo 
justifique pero ahora parece que no es lo más adecuado. 


SEÑOR PENADÉS.- Con relación a la Institución Nacional de Derechos Humanos, hay cuestiones a 
corto, mediano y largo plazo a tener en cuenta. Haciendo mías las preocupaciones que plantearon 
tanto la Senadora Moreira como el Senador Solari, yo voy a hacer referencia a las que tienen que ver 
con el edificio y con las compensaciones, sin perjuicio de lo cual comparto que hay otras que 
tendremos que definir y que son de carácter político pero que en el tiempo pueden estar menos urgidas 
que las primeras. Interpreté que la idea original que manejaba el señor Presidente del Senado -y que 
puedo llegar a compartir- es poner al día la casa de Bulevar Artigas, como para habitarla y comenzar a 
funcionar ahí. Eso se ha querido llamar como la primera etapa de la obra. Ahora bien, quisiera saber a 
cuánto asciende el monto para que eso sea así. O sea, me gustaría conocer si estos $ 27:800.000 
corresponden a toda la obra, a la primera etapa o a poder ingresar. Aquí parecería que vamos en 
posiciones distintas. Por un lado, la Institución Nacional de Derechos Humanos nos hace un planteo 
acabado de convertir ese edificio en una mezcla, que creo positiva, de sede de ellos, de memorial y de 
lugar de reunión de otras instituciones vinculadas con los derechos humanos, lo cual implica una cifra 
de más de US$ 3:000.000, aunque todos sabemos que siempre será más que eso. Pero, por otro lado, 
se podría acordar un artículo mediante el cual se dé la cifra que ellos necesiten para poner al día la 
casa y empezar a sesionar rápidamente en ella. Entonces, esto último, ¿a cuánto ascendería? Como 
decía la Senadora Moreira, aquí viene la Institución, plantea el requerimiento de $ 27:000.000, y 
luego viene el Presidente del Senado y dice que le parece excesiva la idea original, lo cual me adelanto 
a decir que me parece que puedo llegar a compartir. Pero aquí hay que establecer una cifra. Entonces, 
¿a cuánto asciende la cifra de lo que queremos hacer? Creo que aquí todos estamos coincidentes en 
que queremos que la casa esté habitable lo antes posible, a fin de que la Institución se pueda trasladar 
y funcionar. Se trata de una sede que, a pesar de su negro pasado y negra historia que todos más o 
menos conocemos, ha funcionado adecuadamente como centro de estudios, pues cuenta con aulas, 
una sala de conferencias y despachos. Creo que lo que habría que hacer es un arreglo de habitabilidad 
y luego pensar, para una etapa más adelante, en el otro proyecto, que a mí me parece interesante. 
Aclaro que, para la magnitud del proyecto que se trata, soy de la idea -tal como lo manifestaron los 
Senadores Solari y Topolansky- de que habría que hacerse un llamado a concurso. Creo que convertir 
esto en una mezcla de memorial, sede, etcétera, ameritaría llamar a un compromiso mayor de la 
sociedad frente a una inversión de esta magnitud. 


En definitiva, lo puntual de mi pregunta es a cuánto ascendería la cifra para que esta gente 
pueda rápidamente ingresar, arreglar la casa y trabajar. 


Con relación a la compensación, hay un problema de colisión, pues la Institución Nacional de 
Derechos Humanos ha convertido a estos diez pases en comisión en el elemento central de la 
organización burocrática de la institución. Quieren otorgarle a esta gente un beneficio que yo asocio 
con la pérdida que tienen por pasar en comisión al Poder Legislativo. Es cierto que aquí la redacción 
dice otra cosa. Ahora bien, yendo a la hipótesis de que la idea no es la de recuperar lo perdido sino la 
de mejorar, si lo que se quiere es buscar una mejora salarial, ¿estaríamos de acuerdo en poder hacer 
una mejora de este tipo si no se asociara a un escalafón determinado de la Comisión Administrativa? 
Que no se tratara tampoco de una equiparación a técnicos de la Comisión Administrativa, eliminando 
hasta la palabra compensación. Si lo que se busca es una mejora de carácter salarial, producto de la 
responsabilidad y de lograr centralizar en estos diez técnicos todo el funcionamiento de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos, pediría al Presidente que nos facilitarla la tarea a través de los 
técnicos de la Comisión Administrativa, a fin de buscar una alternativa. Quizás no se quiere introducir el 
concepto de la compensación que tiene como consecuencia que se desvirtúa la política de 


racionalización de los recursos humanos del Parlamento, fundamentalmente, de la Cámara de 
Senadores y de la Comisión Administrativa. Seguramente esta va a ser una alternativa que va a durar 
muy poco dentro de la Comisión Administrativa porque aquí vamos camino a una unidad ejecutora 
que, como dice el señor Senador Solari, es una cosa separada del funcionamiento. Lamentablemente, 
por lo que aquí escuché también por parte de los integrantes del Consejo Directivo de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos la relación -no quiero hablar de fluidez- ha tenido inconvenientes 
naturales en la composición, sin que ello obedezca a la mala voluntad de nadie, que descarto no 
existió, sino a que es una institución novedosa. Quizás lo que se busca es una mejora de carácter 
salarial, que no se asocia al concepto de la compensación, y no se asocie a la equiparación con el 
escalafón de la Comisión Administrativa. Por tanto, por ahí se podría buscar una alternativa. Pregunto 
si ese no podría ser un mecanismo. De esa manera, lo que logramos es solucionar un problema que se 
puede convertir en algo mayor, ya que la Institución Nacional de Derechos Humanos ha caminado con 
estos diez pases en comisión que se han convertido en una especie de cerebro de este organismo. 
Tanto es así que nos han redactado una eliminación de cargos que creo que por resolución de la 
Comisión Administrativa o del Senado no puede adoptarse porque están creados por ley; de esos 20 
cargos administrativos resuelven eliminar trece, y alguna otra cosa más. Entonces, hay que buscar la 
forma de lograr un espacio de aquí hasta la próxima reunión del miércoles convocada por la señora 
Presidenta como para encontrar una solución que vaya en dirección de lo que busca la Institución 
Nacional de Derechos Humanos, sin abandonar -y sin que pueda ser utilizada en el futuro la idea de 
que lo hicimos- una práctica de racionalidad de los recursos humanos que creo ha sido positiva en 
estos años y con la que coincido. 


SEÑOR PRESIDENTE DEL SENADO.- Se han hecho muchas preguntas pertinentes, cuyas 
respuestas las dará el propio Senado con sus resoluciones. 


Comienzo por lo más general. No estoy para nada convencido -y quiero ser muy sincero- de 
que la Institución Nacional de Derechos Humanos deba ser una unidad ejecutora del Poder Legislativo. 
No concibo, aun cuando reconozco la enorme importancia de la Institución, que esté a la par del 
Senado, de la Cámara de Representantes y de la Comisión Administrativa. Entonces, creo que vamos 
a tener que hacer un análisis más a fondo de la ley de creación de la Institución; habrá que buscar 
opciones, alternativas y resolver en consecuencia. De más está decir que estoy en este momento 
exponiendo una opinión personal que, dicho sea de paso, me he preocupado en contrastar o 
comprobar con algunos autores de la ley. Y al menos los autores que he consultado, en ningún 
momento pensaron que la Institución Nacional de Derechos Humanos sería una unidad ejecutora del 
Poder Legislativo. Esto responde simplemente a la historia fidedigna de la ley, podrá consultarse, pero 
lo que sí está demostrando es que no solo por este motivo sino por muchos otros que se vinculan 
directa o indirectamente con este, necesitamos revisarla. Y acá se señalaron algunos motivos más que 
suficientes para ello. Pero si nosotros entendemos esto, como hasta ahora, en una imagen que 
podríamos llamar similar a la del Comisionado Parlamentario en cuanto a la ubicación de esta unidad 
en la Comisión Administrativa, dicha unidad podría crear y suprimir cargos como puede hacerlo la 
propia Comisión Administrativa concebida en su conjunto. El cese de cargos lo tiene que hacer -como 
me decía recién el Secretario Fernández- como parte de una reestructura que puede proponer y 
conseguir su aprobación. 


En cuanto al edificio, la señora Senadora Moreira preguntaba, con toda razón, cuál es la 
alternativa. Es el reciclaje para poder funcionar, que es lo que planteamos nosotros pero la Institución 
Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo no tiene la misma opinión. Aclaro que no he 
venido aquí a proponer simplemente un reciclaje sino a dejar planteada la preocupación y el camino 
elegido. No he traído ningún costo porque no lo tenemos. Ellos ni lo consideraron; plantearon esta 
alternativa y, por lo tanto, las tres etapas en las que se divide son la de la construcción de algo que va 
más allá de un reciclaje. Ellos estarían en condiciones de ocupar el edificio una vez terminada la 
segunda de las tres etapas pero se trata de un camino que arquitectónicamente va por otro lado y tiene 
un costo diferente. Entonces, no tengo respuesta para la pregunta de cuánto costaría el reciclaje 
porque no la hicieron. Quiero que ustedes tengan en cuenta cómo fue que conversamos. No quise 
contradecir a la Institución presentando otro proyecto, sino que simplemente me limité a dejar 
planteada la preocupación. 


SEÑOR SOLARI.- Estuve mirando los planos para ver si podía hacer una estimación del metraje del 
edificio pues en función de ese dato y de un cierto costo por metro cuadrado de reciclaje -que no es 


una información imposible de obtener- uno podría incluir dentro de este presupuesto un monto que 
permita realizar esa tarea en un plazo relativamente corto, de entre seis y nueve meses. ¿El edificio 
tendrá mil o dos mil metros cuadrados como mucho? Serían dos mil. Entiendo que sería una 
información sumamente útil a fin de no quedar trancados dentro del plazo y con una obra que 
personalmente no estoy dispuesto a votar en este momento porque tiene un costo de oportunidad en 
término de obra de vivienda social -como les manifesté a ellos- muy alto. Creo que se puede hacer una 
estimación del costo aproximado del reciclaje, incrementarlo en un 10%, incluir esa cifra en el proyecto 
y comenzar a caminar. 


SEÑOR PRESIDENTE DEL SENADO.- Eso estaría, obviamente, dentro de la soberanía de la 
Comisión y del Senado. Se puede hacer una estimación aproximada. No estoy sugiriendo ningún 
camino, se podría votar una cifra en base a una estimación para habilitar el comienzo de las obras. 


No les estoy pidiendo que hagan eso, en absoluto, estoy haciendo un comentario sobre lo que 
señaló el señor Senador Solari; en todo caso, sería una estimación aproximada. 


Les quiero contar que esa fue la trayectoria de nuestra conversación con integrantes de la 
Institución: ellos hicieron una propuesta, nosotros manifestamos nuestra preocupación, buscamos y 
sugerimos alternativas, pero se insiste en buscar por el otro lado y en etapas, que es lo que los 
señores Senadores han recibido. 


Venimos a decir que estamos preocupados porque nos parece que es una decisión que de 
todas maneras estaría contradiciendo algunas de las características de la realidad nacional, al menos 
actual. 


Con respecto a los cargos, en la Comisión Administrativa está el Comisionado Parlamentario 
y sus pases en comisión y quiero señalar que estos no reciben compensación, sino solamente un 
viático -voy a solicitar al Secretario Fernández que aclare cuál es la situación- cuando realizan una 
determinada tarea. Cuando no la realizan no perciben ningún viático. Esto es incomparable con una 
retribución fija mensual que tiene características de una parte del salario que reciben los funcionarios; 
nada que ver, son cosas distintas, no se puede comparar una cosa con la otra. 


Si la señora Presidenta me permite voy a solicitar al Secretario Fernández que explique en 
qué consisten esas partidas. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Estas partidas fueron votadas por el Senado y tienen dos aspectos, uno es el 
de viáticos que corresponden a los gastos realizados cuando van a establecimientos sobre todo en el 
interior, incluso algunos de ellos son con alojamiento, pero es viático contra rendición de cuentas. A su 
vez tienen una partida también aprobada por el Senado que actualmente ronda los $1.900 por visitas a 
establecimientos carcelarios, o sea que la perciben quienes realizan las visitas. Usualmente, la 
cantidad de visitas depende del mes: a veces son un par de visitas por semana; otras, cuatro o cinco, y 
a veces ninguna. 


SEÑOR PRESIDENTE DEL SENADO.- Para terminar, quiero decir que estoy de acuerdo con lo que 
dice el señor Senador Penadés; si se quiere fijar un nivel de retribuciones atractivo, estimulante para 
tener un buen Cuerpo, un buen staff de funcionarios que haga funcionar eficientemente la Institución, 
no lo hagamos por la vía de compensación de pases en comisión. ¡Fijemos retribuciones y llamemos a 
concurso, que es lo que ha hecho siempre el Poder Legislativo! Llamemos a concurso. Ellos van a 
llamar a concurso. Ahora bien, no seleccionemos a diez personas para que ingresen al Poder 
Legislativo y le pagamos lo que nosotros queremos. Estoy hablando en términos un tanto sintéticos y 
poco precisos, pero es lo que está pasando: estaríamos eligiendo a diez y les estaríamos fijando un 
salario. Acá no se hace eso en ningún lado, en ninguna Unidad Ejecutora. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tenemos intención de que la Comisión se vuelva a reunir el próximo 
miércoles en horas de la mañana para considerar el proyecto de Rendición de Cuentas al que se le 
deben agregar algunos artículos, el proyecto de la Institución Nacional de Derechos Humanos y 


Defensoría del Pueblo y votar la Rendición de Cuentas del Senado. Luego, habría que fijar un día - 
antes del 31 de julio- para la realización de la sesión extraordinaria para votarlos. 


Quiere decir que desde este momento hasta el miércoles de mañana tenemos un día 
completo para pensar en las salidas a la problemática que ha sido planteada a lo largo de toda la tarde 
y analizar las soluciones que más se ajustan al espíritu de lo que queremos: que la Institución pueda 
caminar con todas sus fortalezas sin afectar otras resoluciones que se han tomado con largas 
fundamentaciones. Además, creo que los distintos Partidos tendrán que tomar posición sobre esto. 
Está claro que hoy no vamos a resolver nada; lo haremos recién el miércoles. Reitero que las 
preocupaciones son las mismas que estuvieron planteadas a lo largo de la tarde -probablemente sobre 
los dos últimos puntos se haya discutido más- y hemos hecho algunas consultas jurídicas para ver 
cómo resolvemos algún otro inconveniente que le vimos al proyecto. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- Quiero hacer una pregunta que no tiene nada que ver con el tema que 
estamos considerando. 


¿Mantuvieron alguna reunión para analizar el tema de las diferencias en las remuneraciones 
que piden los funcionarios? 


SEÑOR RODRÍGUEZ FILIPPINI.- Parto de la base de que el señor Senador se refiere a las 
remuneraciones de los funcionarios de la Cámara de Senadores; lo digo porque estamos tratando el 
tema de la Comisión Administrativa. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- Así es. 


SEÑOR RODRÍGUEZ FILIPPINI.- Al respecto, debo decir que hace un rato estuve en la Comisión y 
adelanté las múltiples conversaciones que hemos tenido y que recién sobre fines de la semana pasada 
hubo planteos concretos de parte de la Asociación de Funcionarios. Supongo que la pregunta del señor 
Senador se refiere a la solicitud de los funcionarios de ajustar el monto vinculado a los Indicadores de 
Gestión. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- Exacto. 


SEÑOR RODRÍGUEZ FILIPPINI.- Aquí no estamos hablando de salarios de base -porque los 
funcionarios de las tres unidades ejecutoras del Poder Legislativo están estrictamente equiparados- 
sino, en particular, de los Indicadores de Gestión. 


Yo hice mención -seguramente constará en la versión taquigráfica- que el proceso de 
aplicación del sistema de Indicadores de Gestión acaba de comenzar hace dos meses y que los 
funcionarios han solicitado que se aumente lo que se está pagando. En realidad, lo que están haciendo 
los funcionarios es reiterar el monto que solicitaron originalmente, pero uno lo primero que tiene para 
contestar es que recién estamos empezando a aplicar el sistema, inclusive con muchas limitaciones 
desde el punto de vista de lo que aspiramos de estos Indicadores, que apuntan a mejorar la gestión; en 
principio, nosotros no teníamos en cuenta ningún tipo de mejora de algo que recién está comenzando. 
Eso fue lo que dijimos en la Comisión. 


SEÑOR PENADÉS.- ¿Para cuándo se estaría convocando al Senado para votar todo esto? 


SEÑOR PRESIDENTE DEL SENADO.- Es una buena pregunta y me permito hacer una sugerencia. 
En lo personal, no esperaría al 31 de julio; lo convocaría para el martes 30 a los efectos de tener un 
margen por cualquier cosa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En principio, la Comisión quedaría convocada para 


el miércoles a las 10 de la mañana a fin de votar los proyectos y se citaría a una sesión extraordinaria 
del Senado el martes 30 para votarlos en Sala. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 15 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


